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(Asiste una delegación del Ministerio de Salud Pública, representantes de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y del Ministerio de Economía y Finanzas) 


SEÑOR PRESIDENTE (Pardiñas).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 14 y 18) 


—La Comisión tiene el gusto de recibir a una delegación del Ministerio de Salud Pública integrada por el 
doctor Jorge Venegas, Ministro de Salud Pública; el escribano Julio Martínez, Director General de Secretaría, 
y el señor Marcelo Setaro, Gerente de Planificación. Asimismo, en representación de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, concurren la señora Luján Lapenne, Técnica en Administración, y la socióloga 
Magdalena Lorenzo, y en representación del Ministerio de Economía y Finanzas, la economista María Noel 
González. 


Ponemos a consideración el Inciso 012, correspondiente al Ministerio de Salud Pública, que en el proyecto de 
Rendición de Cuentas corresponde a los artículos 198 a 207. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Personalmente, quiero señalar que esta no va a ser la 
primera vez que venga a este ámbito y espero que la reunión de hoy sea fraterna. 


Vamos a exponer algunos puntos de vista de acuerdo a los lineamientos generales que ha tomado el 
Ministerio de Salud Pública con respecto a su presupuesto, que fue definido por el Poder Ejecutivo y que no 
tendrá mayores costos asociados. Hemos tenido en cuenta aspectos relacionados con la redistribución, con el 
reordenamiento de temas internos y complementarios. Por lo tanto, necesitamos incorporar algunos cambios 
que puedan mejorar y adelantar la gestión. Esa es nuestra propuesta y pensamos que no hay mayores 
inconvenientes, pero de cualquier manera vamos a responder las preguntas que nos quieran hacer. 


Nuestros contenidos están enfocados en tres rubros importantes: la redistribución de créditos, las normas en 
materia de política sanitaria y las normas relacionadas con recursos humanos, aspecto vital para nosotros. En 
función de eso haremos una breve exposición, y luego cederemos la palabra a nuestro colaborador, el 
Director General de Secretaría. 


Como ustedes saben, el Gobierno está abocado a la reforma del Estado y nuestro Ministerio está avanzando 
en esa temática, en función de lo que entendemos como una posibilidad de llevar a cabo nuestra política de 
salud a nivel nacional con mayor capacidad de gestión. Por lo tanto, estos elementos para nosotros son de 
vital importancia y haremos hincapié en que, repito, no tendrían mayores costos asociados a la temática a la 
que ustedes están abocados. 


Quedamos a las órdenes para proporcionar la información que nos soliciten. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Voy a ampliar las expresiones vertidas por el señor Ministro en cuanto a la 
división que ha hecho de los tres temas fundamentales que hoy nos traen a esta sede: redistribución de 
créditos, normas en materia de política sanitarias y normas relacionadas con recursos humanos. Antes 
de ingresar a analizar artículo por artículo voy a dar un pantallazo general. 


Quiero señalar que hay redistribución de créditos, en principio, porque tenemos una nueva Unidad Ejecutora 
dentro del Ministerio, la Dirección General del Sistema Nacional Integrado de Salud, que fue votada por este 
Parlamento en oportunidad del Presupuesto Nacional, a la que se le dieron competencias propias. Por lo 
tanto, necesariamente tenemos que empezar una serie de redistribución de nuestros créditos para cumplir con 
dichos cometidos. También hay una redistribución de una partida asignada a nivel salarial, que cuando 
lleguemos al artículo vamos a explicar con mayor profundidad, tomando en cuenta la cantidad de 
funcionarios por Unidad Ejecutora. Como expliqué anteriormente, con la creación de la nueva Dirección 
General también es necesario darle competencia en materia de recaudación para los fondos de libre 
disposición. 


En cuanto a las normas en materia de política sanitaria, quiero señalar que avanzamos un paso más respecto a 
la Ley de Presupuesto Nacional en lo que refiere a ampliar el espectro de control a nuevos agentes en el caso 
de inversiones en equipamiento médico, en incorporación de tecnología, que se entendía era una materia 
pendiente. También es de destacar que competencias que antes estaban en otras Direcciones, por ejemplo la 
Dirección General de la Salud, ahora, en cuanto al relacionamiento con las organizaciones de usuarios, pasan 
a la nueva Dirección General y se fijan mecanismos adecuados para dar sostenibilidad y desarrollo al 
Instituto Nacional de Donación y Transplante de Células, Tejidos y Órganos. 


Por último, en materia de recursos humanos, la propuesta del Ministerio pasa por un fortalecimiento de los 
aspectos vinculados a la fase directriz de las distintas Unidades Ejecutoras, que tienden a uniformizar 
criterios en cuanto a las designaciones y salarios a percibir. Se regulan algunos aspectos que tienen relación 
con las retribuciones de dichos cargos, correspondiendo la financiación a créditos que ya tiene la Unidad 
Ejecutora 001, Dirección General de Secretaría. Esto quiere decir que la propuesta no tiene mayor costo 
fiscal, al igual que el resto de los artículos que hoy nos ocupan que, reitero, suponen redistribuciones de 
créditos pero no asignaciones de nuevos créditos. 


Si el señor Presidente y los señores Diputados lo entienden pertinente, voy a comenzar con el análisis de los 
artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comenzamos con el artículo 198. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- El artículo 198 autoriza a redistribuir partidas por $ 1:000.000 al Objeto del 
Gasto 721 "Gastos Extraordinarios". El fin de este artículo es financiar algunas actividades sobre las 
que nos ilustrará el licenciado Setaro con mayor detenimiento. Se trata de algunas reuniones y eventos 
que se deben solventar y que están relacionados con UNASUR, con el Foro Nacional de Salud y, 
eventualmente, con algunas actividades del MERCOSUR. Como saben, el Ministerio ha adquirido 
nuevas competencias, tiene mandatos específicos, nuevas preocupaciones y nuevas formas de gestión, 
todo lo cual no estaba previsto en los Presupuestos anteriores. Es por ello que proponemos redistribuir 
algunas partidas al Objeto del Gasto 721 para solventar los nuevos costos. 


Si el señor Ministro y el señor Presidente de la Comisión me lo permiten, voy a ceder la palabra al licenciado 
Setaro para que nos explique brevemente algunas de las actividades que tiene previstas el Ministerio. 


SEÑOR SETARO.- Con relación al artículo 198, voy a referirme en términos muy generales a la 
importancia de establecer este Objeto del Gasto con un monto determinado, transparente y claro, con 
un propósito bien delimitado en cuanto al tipo de actividades a las que estará dirigido. 


Lo que está por detrás de este artículo es ni más ni menos que la organización de las actividades que 
involucra el posicionamiento internacional del país. Por un lado, en lo que refiere a UNASUR, el país está 
ejerciendo la Presidencia del Consejo Suramericano de Salud, por lo que se ha comprometido en una serie de 
actividades en Uruguay que van a implicar ciertos costos. Por otro, en el segundo semestre de 2011 Uruguay 
asumirá la Presidencia del MERCOSUR. En ese sentido, la coordinación de las actividades en materia de 


salud supondrá también una serie de actividades a realizar en el país que de alguna manera estarían 
superando nuestras previsiones. Por eso, como explicó el escribano Martínez, este artículo supone nada más y 
nada menos que una redistribución interna de créditos. Estamos redistribuyendo créditos de otras partidas 
para reforzar este rubro y estamos marcando con claridad que ese dinero estará destinado al financiamiento 
de las actividades que involucran la Presidencia del país de la UNASUR Salud y la Presidencia del país del 
MERCOSUR Salud. 


El otro punto relevante, la otra partida, está referida a la política de fortalecimiento territorial del Ministerio. 
La Ley de Presupuesto aprobada por este Parlamento en diciembre de 2010 estableció que uno de los 
objetivos o propósitos fundamentales del Ministerio era el desarrollo de la institución en todo el país, el 
desarrollo de las Direcciones Departamentales de Salud. Para ello, el Ministerio de Salud Pública pretende 
que las Direcciones Departamentales de Salud puedan implementar lo que nosotros hemos denominado 
"foros nacionales de salud", que serán instancias de discusión con la comunidad, con la sociedad civil 
organizada, con los distintos representantes de las sociedades locales, acerca de los principales lineamientos 
de la política de salud. 


De manera que el objetivo del artículo 198 es doble. Por un lado, pretende apoyar la política de relaciones 
internacionales del país en lo que respecta a salud y, por otro, apunta al desarrollo del Ministerio de Salud 
Pública en el interior del país. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- La modificación planteada en el artículo 198 implica que el 
$ 1:000.000 que está destinado solamente a gastos de bienes, a partir de ahora pueda destinarse a 
bienes y servicios e, inclusive, pueda ser transferido a otras entidades, como se acaba de aclarar. 


Nos parece que con esta modificación se aumenta más aun la discrecionalidad del gasto del Poder Ejecutivo. 
Ahora bien, si se quiere asegurar el destino que se ha explicado, a nuestro juicio, ameritaría una redacción 
sustitutiva del articulado. Ya que existe la previsibilidad de esa partida del millón de pesos, ¿cómo va a ser 
distribuida para encarar las diferentes instancias que se tienen por delante? 


SEÑOR MARTÍNEZ.- En primer lugar, en cuanto a la discrecionalidad, por más que esto esté en el 
Objeto del Gasto 721, sigue los mismos procedimientos que cualquier contratación del Estado. 


En segundo término, no habría inconveniente en acotar la redacción a las actividades que tiene que 
desarrollar el Ministerio, tal como explicó el licenciado Setaro. En ese sentido, podríamos hacer llegar una 
redacción sustitutiva: no hay inconveniente, porque las partidas asignadas son para los fines expresados por 
el licenciado Setaro. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Esperamos, entonces, la redacción sustitutiva. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Ingresando al estudio del artículo 199, aquí se solicita autorización para una 
redistribución de créditos a fin de atender el déficit de partidas correspondientes a compensaciones. 
Con ellas se busca abonar complementos salariales, en especial, a profesionales, en la medida en que el 
Ministerio enfrenta una problemática en la materia. 


En términos genéricos, los salarios profesionales son muy bajos dentro del Ministerio y hay un mercado 
laboral sumamente competitivo, inclusive, en la faz pública. En el último año, ya sea por renuncias para 
cumplir actividades en otros ámbitos públicos o por licencias sin goce de sueldo, se han ido del Ministerio 
aproximadamente cincuenta profesionales, que es muy difícil volver a captar. Entonces, este artículo pretende 
pasar estos $ 12:000.000 y algo a los Objetos del Gasto que se indican, a fin de abonar esas compensaciones 
salariales por responsabilidad, permanencia, dedicación y cumplimiento de determinadas funciones. 


SEÑOR GANDINI.- Para entender bien: aquí hay $ 12:423.995 que no están siendo ejecutados -o que 
no se piensan ejecutar-, que tenían como destino la recuperación salarial de los funcionarios del 
Ministerio o del Programa "Rectoría en Salud" y que se destinan a otro fin, el de mejorar 
retribuciones personales a esos médicos que están en los Programas y en las Unidades Ejecutoras que 
se detallan en el cuadro. Por alguna razón, sobró ese dinero de recuperación salarial. 


Entiendo que, con los recursos que se tenía, se ha cumplido con los compromisos de recuperación salarial 
que surgen de la ley y de los acuerdos laborales, y hay un excedente que se transfiere a este otro fin, que se va 
a aplicar para compensar actividades médicas. ¿Existe un marco legal para esas compensaciones? El dinero 
sería el que se indica; ahora bien, en cuanto al destino, ¿cuál es la normativa vigente que permite adjudicar 
mayores compensaciones a los funcionarios que se quiere estimular de esta manera? 


SEÑOR BEROJIS.- Cuando uno va a los cuadros relativos a la distribución del dinero que se indica en 
este artículo y analiza los Programas, en la planificación y evaluación -son interesantes los datos que se 
pueden obtener- se hace referencia a la relación entre enfermos y médicos, a la cantidad de personal de 
enfermería, a la cantidad de personal médico -me estoy refiriendo al Programa 440-: en definitiva, 
tratamos de ver a dónde va el dinero, pero analizando todo esto, no obtenemos datos. Se habla de la 
relación entre auxiliar de enfermería y enfermeros licenciados y tampoco hay ningún dato y las metas 
son cero. De pronto, figuran en otro lado; quizás me puedan proporcionar la información ahora o 
después pero, en definitiva, donde yo fui a buscar el cumplimiento de las metas, no encontré 
absolutamente nada. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Con gusto podemos enviar al señor legislador toda la información pertinente a 
cada uno de los Programas en forma desagregada con los datos que hoy tiene el Ministerio. 


En cuanto a este dinero, se trata de un bolsón producto de una Rendición de Cuentas -la ley_N* 18.046- y ese 
remanente queda a raíz de la descentralización que se produce con ASSE, a partir de la ley N” 18.161. Hay 
todo un proceso que todavía está en marcha: la culminación de la separación de los recursos humanos con 
ASSE. Ustedes recordarán que en el último artículo de la Ley de Presupuestos del Inciso 12, se faculta al 
Ministerio de Salud Pública y a ASSE a terminar con ese proceso de división de los recursos humanos. Este 
es uno de los motivos por el cual quedó ese bolsón, con ese dinero sin ejecutar, que se quiere aprovechar para 
pagar a los profesionales, ya sean médicos u otros técnicos 


Hay normativa que así lo avala; habría que hacer un estudio retrospectivo en la matera, pero, por ejemplo, si 
no me equivoco, el artículo 7* de la Ley_N* 16.320 ya establecía un porcentaje del crédito que el Ministerio 
podía utilizar para estos financiamientos. 


Hace años que en el Ministerio se vienen pagando los complementos salariales. Ahora, simplemente 
queremos reforzarlos, porque no han llegado al ciento por ciento de los profesionales, y los niveles salariales 
que hoy están recibiendo están muy por debajo de lo que está pagando el mercado: eso determina que 
muchos de nuestros profesionales estén yéndose a otras actividades. Inclusive, nuestros mayores 
competidores están dentro de la esfera pública. Entonces, esta es una matriz que ya teníamos diseñada, que 
simplemente queremos reforzar con nuevos aportes de dinero dentro de los recursos que ya tenemos en el 
Inciso. No se trata de un nuevo aporte de Rentas Generales. 


Voy a referirme al artículo 200. En primer lugar, mandaríamos una redacción sustitutiva a este artículo, ya 
que la actual ha sufrido algunas modificaciones. Por lo tanto, creemos que la redacción que quedó genera 
alguna confusión, e inclusive hay superposición de actores, ya que expresa: "personas físicas o jurídicas, 
cualquiera sea su naturaleza jurídica", por lo que nosotros le daríamos una nueva redacción. 


De todas formas, podríamos explicar cuál es el espíritu. Esta es una propuesta de importancia a la hora de 
establecer una política en materia de incorporación de equipamiento que vaya en consonancia con los 
principios del Sistema Nacional Integrado de Salud. Con este artículo, se pretende evitar el ingreso 
indiscriminado de equipamiento, que a la fecha ha generado una gran inequidad en cuanto a su acceso en 
virtud de que hay zonas del país en las que se tiene una oferta de equipamiento en abundancia, mientras que 
en otras no se cuenta con la mínima capacidad. Eso lleva a que muchas veces los usuarios deban realizar 
largos traslados para acceder a él, sin perjuicio de las erogaciones que ello implica. 


A partir de un estado de situación del equipamiento de todo el país, se busca que se valore y controle mejor la 
solicitud de nuevas incorporaciones, teniendo en cuenta las necesidades de la población a la cual estaría 
destinado. En definitiva, lo que este artículo pretende con respecto al viejo artículo 568 de la Ley de 
Presupuesto, es ampliar el radio de control no solo a los prestadores integrales de salud, sino, en especial, a 
los profesionales de salud que incorporan tecnologías de mediano o alto porte. 


SEÑOR ABDALA.- Pediría alguna explicación adicional, porque advierto -sin conocer el fondo de la 
fundamentación- que estamos frente a una modificación cualitativa con relación al régimen anterior de 
la Ley de Presupuesto, y supongo que con respecto a lo que previó el artículo 568. Me interesaría saber 
-más allá de las dificultades de redacción, que son de fácil percepción- qué se está modificando con 
relación a lo que aprobamos en la instancia presupuestal. 


También quisiera preguntar si puede llegar a haber una suerte de contienda de interferencia con las 
competencias de la Junta Nacional de Salud; no lo afirmo, sino que, simplemente, lo pregunto, por el tenor de 
la disposición. Creo que sería bueno que se nos dijera si con esto Ministerio pretende establecer una suerte de 
potestad regulatoria sin condición ninguna, o si luego va a dar lugar a que el propio Ministerio defina o 
reglamente esta disposición en términos de establecer un marco regulatorio o determinadas pautas en función 
de las cuales se realice la compra de equipamiento de acuerdo a los criterios que acaban de ser señalados. 


SEÑOR SANDER.- Este tema fue muy debatido en ocasión de la discusión de la Ley de Presupuesto, 
sobre todo, por nuestras bancadas de oposición. 


Cuando se instaló el Sistema Nacional Integrado de Salud, hablamos de la mejora en general de la calidad del 
servicio, apuntando, a la mejora de los hospitales públicos, intentando equipararlos a las instituciones 
privadas, con lo que estamos totalmente de acuerdo. En materia de equipos, entendemos que esto es una 
política y, por lo tanto, entra dentro de una política de optimización o racionalización de recursos. Sin 
embargo, si el Ministerio va a determinar cuántos equipos vamos a tener -tomógrafos, equipos de alta 
tecnología, etcétera-, quisiera saber si se ha definido claramente la necesidad de cada uno de esos aparatos 
para no seguir duplicándolos y que -como ha pasado- en un radio de cuatro o cinco manzanas haya un 
montón de equipos mientras que a doscientos o trescientos kilómetros, tal vez, no haya ninguno. 


SEÑOR GANDINI.- La diferencia entre el primer inciso del artículo 568 y el que se propone es que se 
agrega personas físicas y no jurídicas. En realidad, se agrega personas físicas, porque quedaba 
implícito que se trataba de jurídicas, ya que se refería a "cualquiera sea su naturaleza jurídica". Es 
decir que se les estaban escapando importaciones o ingresos de equipos hechas a través de personas 
físicas. Aclaro esto para poner el artículo en términos de su traducción real. 


La inquietud que me surge, sobre todo, es a partir de la explicación que se volvía a dar recién: en algunas 
zonas del país no hay equipos, y otras, sí, y es injusto que algunas personas deban trasladarse largas 
distancias para hacer uso de ellos; es decir que si no hay para todos, que no haya para nadie. Esa sería la 
conclusión: la justicia social al revés. No comparto ese razonamiento y ya lo discutimos la vez pasada. 


Pero mi pregunta concreta es: ¿cómo me asegura el Ministerio que no está interviniendo en los negocios de 
los particulares? ¿Qué garantía tengo de que ustedes, con la firma, no le están diciendo a uno que haga plata y 
a otro que no le venga a competir al que hace plata? ¿Cómo hacen ustedes para no intervenir en la 
corporación médica empresarial que, obviamente, va dotando de este tipo de equipos a distintas instituciones 
del país a las que se los alquila? ¿Cómo puedo estar tranquilo de que no hay una autoridad de Salud Pública 
que sobre la base de firmar o no una autorización le está diciendo a un grupo empresarial: "Ustedes, acá, no 
entran"? ¿Cuál es el criterio? Porque en algunos casos autorizan y en otros no. ¿O hay un criterio 
absolutamente objetivo que dice: "En tal zona del territorio, en la que hay tanta población, tales necesidades y 
tales personas enfermas, puede haber tantos equipos de estos y ya están, y por eso no autorizo más"? ¿Hay un 
criterio de esos, hay un plan, o simplemente es a ojo de buen cubero? ¿Hay un marco regulatorio, como dijo 
el señor Diputado Abdala, o un reglamento, como expresó el señor Diputado Cardoso? Si no existe, uno 
puede pensar que las recomendaciones técnicas del Ministerio -no le voy a imputar al señor Ministro sí es su 
firma la que lo define- se basarán en recomendaciones, que al final, tienen que ver con los intereses de un 
grupo o de otro, que sabemos que existen. 


No vamos a engañarnos: hay corporaciones y grupos médicos muy fuertes en el interior del país y en la 
capital, asociaciones de médicos que se han transformado en empresarios, que todos conocemos, y algunos 
que casi tienen actividad monopólica en ciertas disciplinas. Entonces, ¿cómo puede uno quedarse tranquilo, 
considerando que esta es una actividad basada en un criterio científico y de conveniencia en materia de 
atención de salud y no en otro, dado que puede existir una cierta discrecionalidad de la Administración al 
decir firmo o no firmo. Porque acá no dice que no se firma sino "dispondrá", que requerirá previa aprobación 


del Ministerio de Salud Pública, y no tenemos, por lo menos a la vista, elementos objetivos que puedan 
indicar en qué se basa esa autorización o ese eventual rechazo. 


SEÑOR IBARRA.- Me da la sensación de que quizás no se haya leído la totalidad del artículo 568, que 
está en las referidas que nos entregó la Secretaría. Allí se aclara y reasegura lo que tiene que ver con la 
importación de determinados equipos médicos con la participación de la Dirección Nacional de 
Aduanas, previa autorización otorgada por el Ministerio de Salud Pública. Además, debe constar el 
número de registro de la autorización. 


Por otra parte, en el último inciso del artículo 568 que fue votado en la ley de presupuesto nacional en 
diciembre próximo pasado, se habla de instrumentar una reglamentación. Y es claro en el sentido de que dice 
que será "(...) a efectos de establecer en qué casos será de aplicación la presente disposición, así como las 
condiciones y recaudos necesarios para gestionar la autorización aludida". Según mi opinión, a través de la 
reglamentación se asegura claramente el espíritu del artículo 568 y se establecen las condiciones y recaudos 
para actuar en consecuencia. Por tanto, las acciones a tomar no quedan al libre albedrío sino que se determina 
una reglamentación sobre la base fijada en el artículo 568, que es clara en el sentido de establecer quién 
puede utilizar este mecanismo de importación de equipos médicos o no. 


Quería hacer esta aclaración en el sentido de que también debemos tener en cuenta la totalidad del 
artículo 568 y no únicamente el primer inciso que modificará el Ministerio de Salud Pública con una nueva 
redacción que enviará oportunamente. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Creo que esta es un área de gran sensibilidad y de gran 
preocupación en nuestra Administración. 


Precisamente, la respuesta que iba a dar estaba referida al artículo 568. Si uno lee cabalmente todo el artículo 
advertirá que las acciones no quedan al libre albedrío de cualquier cosa; al contrario; hay que leer todo el 
artículo, porque faculta, permite y controla. 


Este es un tema importante porque si nosotros queremos cubrir el campo de la salud, no solamente 
universalizando sino brindando una cobertura eficiente, contando con el aporte de la tecnología, estamos 
dispuestos a cumplir con ese artículo, aunque enviaremos al Parlamento una nueva redacción. 


Dentro del Ministerio tenemos algunos instrumentos para aplicar lo que indica la normativa. Por ejemplo, 
contamos con una unidad de tecnología que ha diagnosticado lo referente a esta materia y el parque 
tecnológico con que se cuenta. Esto no está al libre albedrío de cualquiera. Nosotros queremos que los 
ciudadanos no solamente accedan a la consulta sino también a la tecnología. El artículo 568, en su totalidad, 
nos da esa potestad. ¿Por qué? Porque no todos los procedimientos tienen que tener la misma tecnología ya 
que, por derivación, no todos los ciudadanos requieren la utilización de la misma tecnología. Digo esto 
porque, en primer lugar, no todas las patologías están vinculadas con el tema tecnológico. En este sentido 
todos estamos muy mal acostumbrados. Estamos tratando de ordenar esta temática. 


Voy a dar un ejemplo que es muy frecuente entre nuestros usuarios: primero se tratan con un especialista 
antes de pasar por el médico general. Estoy convencido de que los señores legisladores hacen lo mismo; 
estamos convencidos de que todos lo hacemos. Y no debiera ser así. Por otra parte, la tecnología cambia 
rápidamente, lo cual nos obliga a ordenar este aspecto en primer lugar para que luego los ciudadanos puedan 
acceder a ella; de esta manera podremos brindar adecuadamente estos servicios. Se intenta cambiar estos 
procedimientos en el espíritu general de la reforma. 


Vamos a enviar al Parlamento una nueva redacción de este artículo ya que tanto las exposiciones como los 
cuestionamientos que aquí se están haciendo son de alta jerarquía para el Ministerio, en primer lugar, para 
ordenar -no para no ordenar; al contrario- y, en segundo término, porque la accesibilidad debe ser a todo el 
sistema de manera adecuada y específica. 


Esta es nuestra propuesta. 


SEÑOR GANDINI.- Por supuesto que yo leí todo el artículo. El artículo 568 no obliga a hacer una 
reglamentación sino que faculta. No dice que va a entrar en vigencia esta normativa cuando exista una 
reglamentación; puede entrar en vigencia sin estar reglamentada porque el Ministerio tiene la facultad 
de reglamentarla. Se puede aplicar sin que exista la reglamentación, pero lo lógico sería que la 
normativa entrara en vigencia una vez reglamentados los criterios con los que se aplicará. Pero más 
allá del texto, uno supone que existe una reglamentación vigente en algún decreto. Me gustaría que nos 
indicara el Ministerio dónde está esa reglamentación, cómo podemos llegar a ella porque ahí estarán 
establecidos los criterios objetivos que aquí se nos han expresado. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Lo que tratamos de hacer es que sea operativo. Con 
mucho gusto, vamos a enviar la reglamentación. 


SEÑOR GANDINLI.- ¿Hay un decreto? 
SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Sí, le vamos a hacer llegar. 


SEÑOR GANDINI.- Gracias. Me gustaría conocerlo. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Siguiendo con el articulado, vamos a referirnos al artículo 201, que también es 
una modificación a la Ley de Presupuestos y refiere a uno de los cargos gerenciales del inciso, que es el 
de Subdirector General de la Salud. 


Como todos recordarán, el artículo 64 de la Ley de Presupuestos establece una nueva estructura salarial para 
los principales jerarcas de la Administración, sin perjuicio de que no están contemplados la totalidad de los 
mismos. Lo que hacemos acá es una adecuación al viejo esquema del artículo 9 de la Ley N* 15.809 para este 
cargo de Subdirector General de la Salud. La diferencia de la retribución entre lo que actualmente percibe y 
lo que percibiría por esta disposición, también sería absorbida por el Ministerio a través de los créditos de 
Dirección General de Secretaría. 


SEÑOR ABDALA.- Quisiera saber cuál es la diferencia desde el punto de vista presupuestal, no 
necesariamente en dinero, entre un régimen y el otro. 


Además, me gustaría conocer si esto obedece -presumo que así puede ser- a un problema de imprevisión en 
ocasión de elaborarse la norma presupuestal o si, en todo caso, en ese momento si bien se tuvo conciencia de 
lo que se resolvía, ahora por alguna razón se entiende que es necesario modificar el régimen. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Cuando se crea el cargo de Subdirector General de la Salud como un cargo de 
particular confianza, se incluyó en el literal d) del artículo 9 de la Ley_N” 15.809 como una forma de 
establecer una escala salarial respecto a las otras jerarquías, sin tener en cuenta la disposición general 
que había introducido la Oficina Nacional de Servicio Civil, que quedó consignada en el artículo 64. Es 
decir, se tomó en cuenta la vieja escala salarial y no la nueva. Entonces, de acuerdo a la pregunta del 
señor Diputado Abdala, la diferencia radica en que antes percibía un porcentaje del 77% -si no 
recuerdo mal- de lo que recibía el Ministro en la vieja escala salarial, y se aumenta al 85%. Ello está 
comprendido en el literal c) del artículo 9 de la Ley N” 15.809. Ahí está la diferencia. 


El artículo 202 -que mencionamos al principio, cuando detallamos los criterios generales- tiene relación con 
la creación de la nueva Unidad Ejecutora, "Dirección General del Sistema Nacional Integrado de Salud". 
Muchas de las competencias que tiene la nueva Dirección antes estaban en otras Direcciones Generales, en 
especial en la Dirección General de la Salud. Lo que propone el Ministerio es que lo que recaude esa 
Dirección General por las actividades que ahora realiza -por ejemplo, expedición de certificados, realización 
de inspecciones, aplicación de multas-, directamente se impute a dicha Unidad Ejecutora y no a otra, que ya 
no realiza estas actividades. Se trata de tener una concordancia entre las actividades que realiza y lo que va a 
percibir. 


SEÑOR ABDALA.- Quisiera conocer cuál es el destino usual de esos fondos que se perciben por 
concepto de estos ingresos. 


SEÑOR CARDOSO.- Al analizar la fundamentación del Ministerio me surge una consulta. Quisiera 
saber si bajo la organización anterior se cobraban estas tasas o si la medida implica la recaudación de 
nuevas tasas. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Esto no supone nuevas tasas ya que existe un viejo decreto que establece los 
aranceles del Ministerio y se especifica qué se cobra por cada uno y por qué actividades. En este 
artículo lo único que pretendemos es que aquello que se recaudaba por una Dirección General, ahora 
pase a formar los créditos de la nueva Dirección general. No estamos aumentando, disminuyendo ni 
poniendo nuevas prestaciones que vamos a cobrar. Simplemente, buscamos una redistribución de ellas. 
Esos créditos son de libre afectación y si no se utilizan en el andamiaje normal de la Administración 
vuelven a Rentas Generales. Muchas veces, cuando la Administración va a pedir refuerzos al 
Ministerio de Economía y Finanzas, para la realización de nuevas actividades o necesidades, 
precisamente, se pide que en primer lugar se utilicen estos fondos. De lo contrario, volverían a Rentas 
Generales. 


El artículo 203 tiene que ver con un cambio entre la vinculación de las organizaciones de usuarios con el 
Ministerio. De acuerdo con la Ley_N” 18.362, las organizaciones de usuarios se vinculaban con el Ministerio 
para la realización de determinadas actividades, a través de la Dirección General de la Salud. Con las 
competencias que tiene ahora la nueva Dirección General, la Dirección General del Sistema Nacional 
Integrado de Salud parece lógico que la relación entre las organizaciones de usuarios y el Ministerio se haga 
a través de esta nueva Dirección y no por medio de la Dirección General de la Salud. El cambio va en ese 
sentido. Aquellas cosas que financia el Ministerio ahora se financiarán a través de la nueva Dirección General 
y ello estará condicionado a un plan de trabajo o proyectos de desarrollo, de acuerdo con los objetivos del 
sistema. 


El artículo 204 también tiene relación con la Ley de Presupuesto. Como todos recordarán, hay un proceso de 
estancamiento y de disminución de la Comisión de Apoyo de ASSE. Todavía existe la relación entre el 
Ministerio y ASSE, y como estamos en vías de transformación, en vías del proceso de fortalecimiento 
institucional, nos parece muy importante establecer un sistema por el cual, mientras tengamos algunos 
funcionarios que sigan percibiendo sus haberes por medio de la Comisión de Apoyo de ASSE, en la medida 
en que baje uno de esos funcionarios, en que baje uno de esos contratos, el Ministerio tendrá la posibilidad, 
mediante un llamado, de obtener un recurso humano. Recordamos lo que venimos diciendo en cuanto a las 
necesidades y problemas que tenemos con los recursos humanos por los niveles salariales, que fue lo que 
explicamos en el artículo 199. Es decir que el objetivo es que, sin mayor costo para el Estado, si se produce 
una baja, se pueda adelantar un nuevo recurso humano mediante un llamado. 


SEÑOR GANDINI.- Quisiera saber en cuál de las categorías contractuales definidas por la Ley de 
Presupuesto caen estos contratos, porque esto tiene que ver con el capítulo de funcionarios de esa ley. 
Me refiero al plazo, a la relación y a la posibilidad de que sean funcionarios públicos o no. En 
definitiva, cuál sería el contrato por el que contratarían a estas nuevas personas. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Como el señor Presidente sabe, la Comisión de Apoyo de ASSE es una persona 
de derecho privado, por lo cual no estaría comprendida dentro de las disposiciones del Capítulo Il de la 
Ley N” 18.719 


SEÑOR GANDINI.- Quizás no entendí bien. El artículo 204 establece: "Aplícase al Inciso 12 
'Ministerio de Salud Pública' (...)", lo dispuesto para ASSE. Lo que nos está diciendo es que lo que hay 
para ASSE, ahora puede ser para el Ministerio, y el Ministerio es una persona de derecho público, 
regida por la normativa general. Por eso pregunto si lo que ahora hace la Comisión de Apoyo de ASSE, 
lo puede hacer el Ministerio, más allá de que le permitamos que en una baja incorpore una alta. 
¿Puede hacer contratos? Si puede hacerlos, ¿cuál es el tipo contractual? Podría ser el contrato 
temporal de Derecho público, el contrato laboral de Derecho privado, el arrendamiento de obra, el 
arrendamiento de servicio, el contrato artístico... Me parece que no me queda ningún otro. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- El artículo 719 de la Ley de Presupuesto refiere a la Comisión de Apoyo de 
ASSE. Esta Comisión no es del Ministerio y tiene su propio funcionamiento, de acuerdo con un decreto 
de años atrás, por el que su Presidente es el mismo que el de la Administración de los Servicios de 


Salud del Estado. Si bien este funcionario cumpliría funciones para el Ministerio, la relación 
contractual la tiene con la Comisión de Apoyo. Con seguridad, se trata de arrendamientos de servicio, 
como la mayoría de los que tienen los funcionarios de la Comisión, cuando son profesionales. Reitero: 
en principio no estaría comprendido entre las disposiciones del Capítulo HI de la Ley de Presupuesto, 
por más que cumplan función pública en el Ministerio. El patrón en este caso es otro, es decir, la 
Comisión de Apoyo de ASSE. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no interpreté mal, hay un contrato por medio de la Comisión de Apoyo de 
ASSE, pero la persona contratada en esa figura cumple funciones por un acuerdo entre la Comisión de 
Apoyo y Salud Pública en el Ministerio. Estaría cumpliendo funciones en el Ministerio y no en ASSE. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Exactamente, señor Presidente. 


SEÑOR GANDINI.- Entiendo menos. Si el contrato es con ASSE y es funcionario de ASSE, no importa 
adonde cumpla las funciones. El artículo tiene que estar en el Inciso ASSE, no en el del Ministerio de 
Salud Pública. El Inciso ASSE tiene otras autoridades y es a ellas que tengo que preguntarles si están 
de acuerdo con hacer eso, no al Ministerio, porque ese es un organismo descentralizado con otras 
autoridades. No puedo, en el presupuesto del Ministerio obligar a otra persona jurídica; puedo obligar 
a esa persona jurídica en su articulado y les tengo que preguntar si están de acuerdo. No puedo obligar 
a esa persona jurídica con una ley dándole una potestad a otra, que es el Ministerio. Para eso las 
separamos. Luego, si la normativa así lo ampara -porque el mecanismo tiene sus limitantes-, ese 
funcionario podrá pasar, por el régimen de comisión -digámoslo en los términos formales, hay que 
decirlo-, al Ministerio de Salud Pública. Pero si esas limitantes están reglamentadas de tal modo que lo 
permitan, la norma dirá que los contratados por ASSE a través de las Comisiones de Apoyo, con su 
presupuesto y recursos, podrán cumplir funciones en el Ministerio y los autorizaremos, como a mi 
juicio ya están autorizados, que ante las bajas se produzcan las altas para sustituir. 


Me parece que este artículo no corresponde a este capítulo porque la persona jurídica obligada es otra, que la 
trataremos en su momento. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- El artículo 205 establece el empoderamiento al Instituto Nacional de Donación 
y Trasplante de Células, Tejidos y Órganos de la Red Nacional de Donación y Trasplante. El proceso de 
donación de órganos, tejidos y células es complejo, necesita una gestión eficaz por parte de los 
profesionales sanitarios que tienen que estar debidamente formados para evitar la pérdida de los 
órganos, tejidos y células viables para el trasplante. En la actualidad, muchos países se han beneficiado 
con la creación de una red de profesionales coordinados en el orden nacional y/o regional dedicados a 
las tareas vinculadas a la donación y trasplante. Esta red tiene como cometido promover la 
procuración eficiente y eficaz de órganos, tejidos y células de modo que el Sistema Nacional Integrado 
de Salud incorpore la temática como una actividad sanitaria y de rutina, habilitando el cumplimiento 
con la demanda asistencial de sus propios usuarios y disminuir la cantidad de pacientes inscriptos en 
lista de espera debido al aumento de la demanda de órganos, tejidos y células; cada vez son más los 
pacientes que necesitan de esta terapéutica. 


En ese sentido, le pediría al señor Ministro para que complemente la información. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Esta es un área sumamente importante y al respecto, 
exhorto a que todos miremos el panorama internacional. Uruguay tiene un papel sumamente 
importante en esta temática. ¿A qué me refiero? En la salud siempre vemos los resultados finales. 
Contamos con un banco de órganos, tejidos y células y con los equipos técnicos en las distintas 
disciplinas quirúrgicas y médicas y anexos más los resultados que tenemos, y si observamos el 
flujograma nos damos cuenta de que se trata de instituciones públicas. Miremos la región. Este es un 
tema que tenemos que procurar y enriquecer, debemos sentirnos orgullosos porque es una temática de 
suma importancia. Cuando estamos frente a la donación de órganos, evidentemente tenemos los 
controles y las terapéuticas pero también ayuda el Fondo Nacional de Recursos, que no está en el 
articulado. Evidentemente, es un tema no menor y estamos dispuestos a darle la mayor fortaleza 
posible, por eso fundamentamos este artículo como modelo en el país y en la región. Hay que tener bien 


presente lo que sucede en otros países con el uso inadecuado inclusive de bancos de células, órganos y 
con la venta clandestina; es de terror. 


Por eso la estructura, desde el punto de vista de la gestión para nosotros es sumamente importante, en primer 
lugar, por los resultados, en segundo término, por los controles, en tercer lugar, por la eficiencia y, en cuarto 
término, porque está en el capítulo más importante dentro del ámbito público. 


SEÑOR ABDALA.- En cuanto a lo que acaba de expresar el señor Ministro de Salud Pública, respecto 
a la importancia que el Poder Ejecutivo le adjudica a este tema -por supuesto compartimos esta 
inquietud-, lo que viene en el proyecto es una suerte de reformulación de esta red que fue creada en la 
instancia presupuestal. 


Quisiera saber, muy someramente, qué es lo que el Poder Ejecutivo ha avanzado respecto a la 
implementación de la Red. Entre otras cosas, la Ley de Presupuesto le encargaba aquí sí imperativamente al 
Poder Ejecutivo la reglamentación del funcionamiento. Para situarnos en el análisis que estamos haciendo, 
¿se han dado pasos en ese sentido o eventualmente el único paso es este ajuste legislativo que se propone? 


SEÑOR MARTÍNEZ.- El Instituto ha comenzado a trabajar en la materia y se ha encontrado con 
algunas dificultades que ha querido salvar a través de esta norma. No obstante, le podemos hacer 
llegar al señor Diputado Abdala un informe respecto a los avances y qué pasos faltarían para 
completar el circuito hacia una red integrada que solicitaríamos al Instituto a través de la Directora, 
doctora Álvarez, o Subdirectora, doctora Bengochea. El Instituto ha sido muy prolijo en toda esta 
materia, ha trabajado incesantemente por el buen desempeño de la red y su mejor instrumentación. 


SEÑOR IBARRA.- Durante años este ha sido un tema sumamente sensible para esta Comisión de 
Presupuestos integrada con la de Hacienda. Tal como lo han expresado el señor Ministro de Salud 
Pública y el señor Diputado Abdala, cuando se crea por el Presupuesto nacional la Red Nacional de 
Donación y Trasplantes, consideramos que era un avance muy importante para colmar las expectativas 
que centenares de ciudadanos tienen respecto a la necesidad de un trasplante. Estamos absolutamente 
de acuerdo con la necesidad de ajustar el funcionamiento de esa Red Nacional de Donación y 
Trasplante. Inclusive, en el último Presupuesto quinquenal cuando lo estudiamos en esta Comisión, 
recibimos abundante documentación de toda la tarea que realiza el Instituto Nacional de Donación y 
Trasplante de Células, Tejidos y Órganos. 


Me adelanto a decir que estoy totalmente de acuerdo con los artículos 206 y 207 por los que se habilita a 
contratar a guardias a retén y suplentes a través de contratos temporales de Derecho Público. El Instituto ha 
sido manejado con mucha responsabilidad por parte de la actual y de la anterior Directora, doctora Betty 
Bono. Todos recordamos el desempeño brillante que tuvo la doctora Betty Bono en afirmar y trabajar en pos 
de lograr donaciones y eficiencia en lo que tiene que ver con los transplantes, tanto de células y tejidos como 
de órganos en general. 


Me parece muy bien que se ajuste el funcionamiento de organismos tan importantes. En ese sentido, creo que 
es absolutamente positiva la reformulación y la solicitud que realiza el Ministerio de Salud Pública a través 
de los artículos 205, 206 y 207. 


SEÑOR ABDALA.- Complementando nuestra intervención anterior, y a la luz de lo que acaba de 
expresar el señor Diputado Ibarra -que por supuesto compartimos-, quiero manifestar que para 
nosotros sería de enorme interés poder tomar contacto con ese informe, a fin de conocer cuál es la 
situación del Instituto. Especialmente, nos gustaría saber qué se ha hecho en los últimos seis meses 0, 
por lo menos, desde la vigencia formal de la Ley de Presupuesto. 


Debo confesar que hemos recibido inquietudes -no quiero catalogarlas de quejas- por parte de muchos de los 
que están en lista de espera, que expresan cierta ansiedad. Por supuesto, doy el beneficio de la subjetividad 
que en este caso condiciona las actitudes y, sin ninguna duda, pautan las conductas de quienes están en la 
angustiosa situación de aspirar a una solución de estas características, y la realidad termina por prolongarla o 
frustrarla. 


En ese sentido, en algún momento intentamos comunicarnos con la señora Directora. Lamentablemente no 
tuvimos suerte. Fuimos muy bien atendidos por una funcionaria -supongo integrante de la Secretaría del 
Instituto- que en ese momento nos respondió. Desde ese día este tema está entre nuestras preocupaciones que, 
obviamente, son muchas, porque aquí analizamos asuntos que recorren todo el espinel de la Administración y 
de la propia vida nacional. Por esas razones, creo que va a ser muy interesante para nosotros recibir esa 
información. 


Muchas veces, de lo que se trata es de tener una resolución real y efectiva a la demanda concreta, que aun no 
se ha satisfecho. Otras veces, de tener una respuesta, aunque no sea afirmativa o, en todo caso, la posibilidad 
de que la situación, el caso o el expediente de cada uno de los aspirantes pueda ser analizado y resuelto. 


Por estas consideraciones -son solo consideraciones y no juicios definitorios en ninguna dirección-, le 
agradeceríamos mucho al Ministerio que se comprometa a hacernos llegar esa información. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Tomaremos en consideración las palabras del señor 
Diputado Abdala. 


Conversaremos directamente con la Directora sobre este tema. 


Hay algo que los señores Diputados de esta Comisión deben tener en cuenta sobre el tema de células, órganos 
y transplantes. Tanto los que padecen esta enfermedad y tienen la necesidad de acudir a un recurso de este 
tipo, como el grupo familiar y social, sufren una angustia muy grande. Pero hay un aspecto mucho más 
importante, que es el tema cultural que existe con relación a la donación de órganos. Es un tema 
importantísimo y muchas veces la efectividad del Banco y de los equipos técnicos tienen la dificultad de dar 
respuesta por lo que dije anteriormente. Este es un tema que está planteado en la sociedad, y que los señores 
Diputados deberían tomar en cuenta, porque no es menor. 


Por lo tanto, haremos llegar a la Directora Álvarez y a la Subdirectora Bengochea vuestras inquietudes. 


La pregunta recurrente que hacen nuestros usuarios es ¿cuándo me toca? Acá hay un problema que tiene que 
ver con los elementos técnicos. Es social y afectivamente entendible que las personas necesiten que le demos 
las respuestas técnicas adecuadas. 


Lo que queremos poner sobre la mesa y estamos solicitando a través del articulado tiene que ver con 
consolidar esas estructuras que tenemos que mejorar y que son un bien público muy importante para la 
sociedad en su conjunto. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Los artículos 206 y 207 refieren al fortalecimiento del Instituto. 


En el caso del artículo 206, el Instituto es quien tiene las características de un Órgano asistencial dentro del 
Ministerio, y para el adecuado cumplimiento de sus fines es necesario crear un régimen de suplentes. Ese 
régimen de suplentes se realizaría bajo el contrato temporal de derecho público que, como saben, tiene una 
duración de tres años, según lo estipula la norma. La selección se realizaría a través de la página 
"uruguayconcursa.gub.uy", por el sistema de reclutamiento y selección de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- A través del artículo 206 se genera la posibilidad de aumentar la 
contratación de guardias a retén y suplentes de manera genérica, sin limitación alguna. A nuestro 
juicio, se debería establecer una limitación tanto cuantitativa como cualitativa. 


Leyendo el proyecto, da la sensación de que existiría una escasez de recursos humanos. A la vez, tenemos 
que tener en cuenta que está bien una gran mutación, una gran movilidad de usuarios de lo que era el sistema 
público hacia el sistema privado. Estadísticamente está probado que a través del Sistema Nacional Integrado 
de Salud la gente se atiende en las mutualistas, o sea, en el sistema privado. Mi pregunta es: ¿cuál es el plan 
director, de guía inevitable del Ministerio en cuanto a la redistribución de estos recursos humanos, en la 
medida que va avanzando la puesta en práctica del Sistema Nacional Integrado de Salud? 


SEÑOR GANDINI.- Creo que esta es una redacción correcta en tanto establece con claridad de qué 
modo se contrataría a estas personas y bajo qué figura contractual, que es lo que reclamábamos 
cuando hablábamos del artículo 204. 


Creo que también permite una opción definida porque establece por ley que no va a renovar esos contrato. El 
contrato temporal de Derecho Público permite contratar por tres años máximo y también que la 
Administración opte por renovar el contrato por tres años más. Acá dicen que a los tres años esos contratos 
cesan. Es una opción que al quedar establecida en la ley impide que el Ministerio haga eso. Además, parece 
estar definiendo que no puede ser funcionario público en las regularizaciones posteriores que, en otros casos, 
establece que sí. Hasta ahí me parece que, desde el punto de vista formal, es una decisión correcta de la 
Administración. Sin embargo, en este artículo y en el siguiente se usa un modo que no comparto en cuanto a 
los recursos. Se establece que "La Contaduría General de la Nación reasignará las partidas presupuestales que 
correspondan". Primero, lo que decía el señor Diputado Germán Cardoso: no puede haber una partida abierta 
sin que se determine la cantidad; muchas veces la ley establece un límite máximo hasta el que podrá ser 
utilizado el crédito. Además, esta formulación no me parece correcta. La Contaduría General de la Nación no 
reasigna partidas presupuestales, puede habilitar los créditos posteriores. La reasignación la hace la ley o el 
decreto. En algunos casos se permite que por decreto o por resolución se transfieran recursos de un rubro de 
gastos a otro, y en otros debe hacerlo la ley. Luego la Contaduría General de la Nación habilita las partidas 
pero no es la responsable de la transferencia. 


Del mismo modo, el artículo 207 establece una formulación facultativa ya que dice "Facúltase a la 
Contaduría General de la Nación" -puede hacerlo si quiere- "a transferir [...] los montos necesarios para 
financiar la retribución del cargo" de confianza "que se crea en el inciso anterior". Creo que habrá que buscar 
una redacción adecuada para que esto se pueda hacer efectivo. De lo contrario, no se podrán obtener los 
recursos necesarios, suponiendo que dentro del Ministerio hay recursos ociosos para transferir de un lugar a 
otro y poder cumplir con este objetivo de las suplencias. 


SEÑOR MINSTRO DE SALUD PÚBLICA.- En el artículo 569 de la Ley de Presupuesto ya está 
asignado un monto importante: $ 1:003.009. Esto nos da una visión del número de funcionarios que se 
pueden asignar. 


En cuanto a las guardias, que funcionan en un sistema casi idéntico de atención, podemos decir que son 
ejercidas por personal altamente especializado. Aquí no puede trabajar cualquier técnico; tenemos médicos, 
técnicos en genética molecular, biólogos, psicólogos y psiquiatras. Ustedes tienen que entender que esta es 
una tarea importante se trabaje sobre material cadavérico o no. 


Por otra parte, este no es un problema de pasaje al Sistema Nacional Integrado de Salud: todos los uruguayos 
tenemos derecho a este sistema. Esa es la importancia de un sistema público. Este no es un problema de las 
mutualistas; cualquier uruguayo que, lamentablemente, tenga esta problemática, está en la lista de espera y 
eso no tiene que ver con el pasaje de un sistema a otro. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Me parece que no se interpretó bien. 


Nadie está negando la importancia del tema ni la quiere desconocer. Todos estamos absolutamente de 
acuerdo en que este es un tema de altísima sensibilidad. Sin embargo, con tener una visión cercana o 
próxima, según la cita del Presupuesto que hacía el señor Ministro, no alcanza. Hay que establecer el monto. 
No basta con tener una visión aproximada o parecida a lo que va a llegar a ser. 


Tal vez no me expresé bien o el señor Ministro no entendió la pregunta que formulamos sobre el plan 
director. Analizando el capítulo del Ministerio se advierte que existiría una necesidad de recursos humanos. 
Más allá de la naturaleza y el espíritu de la reforma de la salud -no es mi intención discutir aquí sobre sus 
alcances-, está claro que antes de su entrada en vigencia se atendía un número mucho más significativo de 
usuarios que hoy, porque la mayoría de la gente ha optado por el sistema privado. Al médico que atiende en 
la mutualista no le paga el Estado, le paga la mutualista. Mi pregunta es sobre el alcance del plan director del 
Ministerio en cuanto a la reconversión de recursos humanos, porque el recurso humano para la atención del 
usuario no lo brinda ASSE sino la mutualista privada. Entonces, en esta redistribución que debe tener prevista 
el Ministerio, ¿es necesario seguir creando cargos o hay otro plan? En caso de que no lo haya, nosotros 


advertimos que sería oportuno explorar la posibilidad de reconvertir los recursos humanos que el Ministerio 
tiene y que antes atendían a una masa muy importante de personas que hoy ha menguado significativamente. 


SEÑOR ASTI.- Se reitera que el pasaje de usuarios del sistema público al sistema mutual estaría 
liberando funcionarios o técnicos del Ministerio; sin embargo, luego de que en la Legislatura pasada, a 
través de una ley de Rendición de Cuentas, se creó ASSE y se separó del Ministerio, este ya no atiende 
a los usuarios directamente sino que fija las políticas de salud y los controles. 


En este caso particular estamos hablando del Instituto Nacional de Donación y Trasplante de Células, Tejidos 
y Órganos, que abarca todo el sistema de salud, no solo el privado o el público. No existe un instituto privado 
al cual puedan afiliarse los usuarios del Seguro Nacional de Salud, ya que el mismo atiende a todos los 
ciudadanos del país. Entonces, seguir insistiendo con que el pasaje del sistema público al privado debe haber 
liberado recursos humanos no corresponde en este caso. Por el contrario, debe haber un mayor contralor de 
parte del Ministerio de Salud Pública sobre diversos aspectos, ya que hoy debe erigirse como policía sanitaria 
del país y no existe la mencionada liberación, menos aun en este caso en que el Instituto es de carácter 
público y único para todos. 


SEÑOR GANDINL- Mi observación era meramente de técnica presupuestal y creo que es de sencilla 
corrección. 


A mi juicio, la primera frase del artículo debe mantenerse tal como está pero luego de "cuya retribución se 
fijará por guardias" deberá decir "con cargo a la partida asignada al artículo 569 de la Ley N* 18.719, de 27 
de diciembre de 2010". La frase siguiente queda igual y la última, la que dice "La Contaduría General de la 
Nación reasignará las partidas presupuestales que correspondan" debe eliminarse porque eso está fijado en la 
ley madre, que es la Ley de Presupuesto. Creo que con eso se resuelve el tema. En realidad esta viene a ser 
una disposición reglamentaria de la aplicación del artículo 569, que autorizó a contratar suplentes para el 
Instituto, dispuso un monto y fijó un límite; se va a poder contratar tantos suplentes como el dinero permita, y 
esa cantidad ya la autorizamos. O sea que no tiene inconvenientes. Es reglamentaria: lo va a poder hacer a 
través del sistema de retenes y de guardias. La facultad de contratar al suplente ya la tenía y el monto para 
hacerlo también. Yo creo que con una redacción de este tipo queda salvado el tema y todas las confusiones. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Esa es la redacción correcta; compartimos totalmente 
esa propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicitamos al señor Ministro que haga llegar la propuesta por escrito. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- El artículo 207 pretende salvar una situación que existe al día de hoy. Si bien el 
Instituto cuenta con una encargada de la Dirección, que es la doctora Álvarez, no tiene un cargo de 
Dirección; entonces, el Ministerio pretende la armonización de lo que disponía el artículo 331 de la Ley 
N”_ 18.362 con la realidad de la creación de un cargo de particular confianza para la Dirección. 
También se establece la forma de compensar esa función. 


SEÑOR GANDINI.- Más allá de que este es un cargo de particular confianza, debo hacer algunos 
señalamientos. El primero, que parece ser un cargo de particular confianza política -quiero 
confirmarlo- con una característica que es que se lo deberá designar tal cual lo establece el artículo 331 
de la Ley_N” 18.362, que dice: "El Instituto Nacional de Donación y Trasplante de Células, Tejidos y 
Órganos estará dirigido por una Dirección y Subdirección, cuyos titulares serán designados por el 
Poder Ejecutivo, a propuesta del Ministerio de Salud Pública, entre técnicos de reconocido prestigio en 
la materia". La particularidad es que requiere propuesta del Ministerio de Salud Pública y que 
deberán ser técnicos reconocidos en la materia. Esa es una característica que se impone a este cargo de 
particular confianza política. Lo que pasa es que formalmente tiene dos problemas. El primero es que 
no establece cuál es la remuneración. Cada vez que se crea un cargo de particular confianza se hace 
referencia al artículo 9” de la Ley N” 15.809 y se fija el literal que sea, que va a determinar en qué nivel 
jerárquico está -lo que hablábamos hoy; hay otro artículo que modifica ese nivel de otro cargo de 
confianza-; en este caso hay que señalarlo porque de lo contrario no podrá cobrar el sueldo ya que no 
se dice cuál es. Creo que esta es una omisión que hay que corregir. 


El otro problema es muy similar al primero. La facultad de la Contaduría General de la Nación para transferir 
los fondos no es el camino correcto. Debería decir algo así como que el Ministerio reasignará los recursos y 
la Contaduría habilitará los créditos, pero creo que también hay que corregir eso. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Sin perjuicio de atender a lo último que ha sugerido el señor Diputado Gandini, 
quiero hacer dos aclaraciones. En primer lugar, en cuanto al costo del artículo, se puede inferir -lo que 
no se ve en la letra, pero lo que está asociado a ella- que efectivamente las trasposiciones son de los 
créditos existentes en el Ministerio. Más allá de eso y en referencia a lo que percibiría el cargo de 
Director, en este caso, no hay inconveniente en hacer referencia al artículo, sin perjuicio de que 
entendemos que está comprendido en el artículo 64 de la Ley N” 18.719 en cuanto hace referencia a los 
cargos de Directores de Unidades Ejecutoras, pero no hay inconveniente porque ese es el espíritu de 
dejarlo claramente consignado en el artículo. 


SEÑOR GANDINI.- Es que si es así, debe estar consagrado a texto expreso y no es la solución que yo 
aporté, que es la de la Ley N” 15.809 que, precisamente, es la que fija los valores de los cargos de 
particular confianza al 2010. Para hacer referencia al artículo 64, que es de la Ley de Presupuesto, es 
otra remuneración y deberíamos indicarlo, y el cargo estaría comprendido en los que refiere el 
artículo 64 de la Ley de Presupuesto. Me parece que convendría establecerlo en las excepciones que 
prevé la Ley de Presupuesto porque de lo contrario, probablemente, en toda la discusión que ha habido 
respecto a la interpretación de ese artículo, puede quedar de un lado o del otro, y hay de los dos casos. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Ya que tenemos a las autoridades del Ministerio acá, me gustaría 
saber cuáles son las razones de entender que es necesario crear un cargo de particular confianza. En 
algo tiene que estar fundado porque si, como aquí se ha dicho, en la actualidad el cargo viene siendo 
desempeñado por una funcionaria de carrera del Ministerio, quiere decir que la función existe y se 
presta. ¿Cuál es la razón o el fundamento para crear un cargo de particular confianza? 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Esa pregunta habría que hacerla en muchas situaciones. 
En este caso específico, voy a decir una frase que me parece oportuna: no se puede ser Gerente de la 
Coca Cola y vender la Pepsi Cola. ¿Qué quiere decir esto? No hay que tener ningún interés fuera de la 
idoneidad de manejar la Dirección, desde el punto de vista público, si nos estamos refiriendo a la órbita 
pública. El hecho de que tenga reconocimiento desde el punto de vista de su idoneidad técnica, son dos 
cosas que están muy pegadas; por lo tanto, esa es la propuesta que estamos haciendo. 


SEÑOR GANDINL.- La respuesta del señor Ministro me complica porque me obliga a preguntarle si 
en la aplicación de la normativa vigente el Poder Ejecutivo, a propuesta del Ministerio, designó al 
Gerente de la Coca Cola para vender Pepsi Cola. Porque esto no es casual. Si actualmente hay alguien 
que dirige este instituto y hay una ley de 2008 que establece cómo se dirige, llegó allí alguien de un 
modo que no es el que la ley marca o, en todo caso, en la aplicación de la ley se designó a alguien por 
parte del Poder Ejecutivo -como establece el artículo 331 de la Ley N” 18.362-, a propuesta del 
Ministerio de Salud Pública, que tiene intereses fuera de su función o, lo que es peor, contradictorio 
con su función. Esto es lo que yo entendí. 


SEÑOR ASTI.- Creo que el problema es que falta la creación del cargo. El artículo 331 establece 
"estará dirigido por", pero no se ha creado un cargo. Lo que se establece en el artículo 207 es la 
creación de ese cargo para llenar la obligación que existe, de acuerdo con el artículo 331 de la Ley 
N* 18.362, de ser dirigido por técnicos de reconocido prestigio en la materia. De todas maneras, por 
más que este artículo lo establece, si no se crea el cargo como tal, no existe. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Esa era la respuesta que había que dar al señor 
Diputado. Tenemos que retribuir ese cargo. Actualmente, el salario correspondiente a ese cargo, por la 
responsabilidad inherente que tiene, es bastante malo. Entonces, se deben tener en cuenta las dos 
condiciones: la creación del cargo y la fijación del salario. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Con absoluta sinceridad, me parece que esto amerita que sea aclarado. 
Creo interpretar que la duda que tiene el señor Diputado Gandini es la misma que la mía y consiste en si la 


persona que estaba desempeñando transitoriamente ese cargo tenía intereses encontrados. ¿La persona que 
estaba cumpliendo esa responsabilidad -teniendo en cuenta la acotación que me hace el señor Diputado Pérez 
González en cuanto a que no existe el cargo— tenía intereses en ambos mostradores? 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- En absoluto. Estamos creando el cargo para el futuro. 
Esa es mi respuesta. Sobre el particular, hagan las observaciones que correspondan. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- ¡Las dudas se generaron a partir de su respuesta! 


SEÑOR GANDINI.- Para cerrar este tema, creo que una cosa es la creación del cargo y otra, que este 
sea de particular confianza política. 


La pregunta que hizo el señor Diputado Germán Cardoso consiste en: ¿por qué un cargo de particular 
confianza política? La respuesta no se dio o la que se dio no se entendió. La respuesta del señor Ministro fue: 
"Porque no se puede poner al Gerente de la Coca Cola a vender Pepsi Cola". Entonces, entendimos que el 
Ministro tiene un problema y quiere que sea de particular confianza para que no se dé ese conflicto de 
intereses que señaló con un ejemplo. 


De todos modos, hay un montón de funciones, que no son cargos —hay que distinguirlo en el léxico 
presupuestal-, que no son honorarias. Lo que hizo el artículo 331 de la Ley N* 18.362 fue crear dos 
funciones, la de Director y de Subdirector, y determinó que estuviera dirigido por profesionales de prestigio 
reconocido, lo que no quiere decir que sean honorarios; pueden estar remunerados por el Ministerio por sus 
cargos de carrera y ser designados para ocupar la función de Director y Subdirector, como existe en todos 
lados. Eso quiso hacer el artículo 331; no es que cometió un error resolviendo que se dirigiera hacia el 
Instituto sin crear los cargos y, por lo tanto, están acéfalos. No; el Ministerio tiene cómo hacerlo. 


Ahora el Ministerio cambia el criterio que tuvo la Administración pasada -esto es del año 2008- y dice: 
"Queremos que sea un cargo de particular confianza política, propuesto por el Ministerio entre personas de 
reconocida trayectoria profesional, pero de confianza política". O sea, que sea del Frente Amplio. 


(Murmullos) 


——¡Eso es lo que nos dice! Es decir que una persona, para poder dirigir el Instituto Nacional de Donación y 
Trasplante de Células, Tejidos y Organos, tiene que ser frenteamplista. ¡Pongamos los nombres como son! 


(Murmullos) 


Si no tuviera que ser frenteamplista, no sería un cargo de particular confianza política; podría ser de alta 
especialización, de carrera, de conducción, podría tratarse de un cargo de carrera —como se establece ahora- 
y tener una compensación por Dirección, o podría recorrer otro camino. 


Se debe recordar que el artículo 331 permite que se le designe como se quiera; no tiene limitante. No se 
establece: "El cargo de mayor jerarquía del Ministerio, del Escalafón 'A". No; expresa que lo designa el 
Poder Ejecutivo, a propuesta del Ministerio, entre técnicos de reconocido prestigio. No se establece que sea 
honorario ni que deba ser médico; lo único que expresa es que tiene que ser profesional. Ahora se agrega que 
además de ser profesionales y, a propuesta del Ministerio, la persona designada por el Poder Ejecutivo tiene 
que ser de confianza política. ¡Esos son los cargos de confianza política! Están definidos así en la ley; yo no 
invento nada. 


El Ministro tiene todo su derecho de venir a pedirnos que quiere designar al frente de ese Instituto, no a 
cualquier Director y Subdirector, sino a un Director que sea de particular confianza política, que gane el 
salario previsto en el artículo 64 de la Ley de Presupuesto. Eso es lo que nos pide. Cada Partido decidirá 
cómo votará lo que propone, pero pongamos las cosas en su lugar. Si vende Coca Cola o Pepsi Cola, es otro 
tema, que no está planteado aquí; si hay algo de eso, nos deberíamos enterar. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Evidentemente, lo que expresó el señor Diputado Gandini es así: el Parlamento 
aprobará o no la solicitud del Ministerio, en este caso, con respecto al cargo de particular confianza. 


Simplemente, creí haber entendido, según el ejemplo que esgrimió el señor Ministro, que el artículo 331 no 
establece que el cargo deba ser de dedicación exclusiva. Un cargo de dedicación exclusiva, que implicaría 
que quien estuviera a cargo del Instituto no podría tener otro trabajo en el ámbito privado, no estaba previsto 
en el artículo 331; se podría prever, pero implicaría un costo mucho mayor establecer la dedicación exclusiva 
para una responsabilidad tan alta. Por otra parte, el hecho de que sea un cargo de confianza política, permitirá 
al señor Ministro exigir la dedicación exclusiva a esa tarea o relevarlo del cargo cuando lo entienda 
pertinente. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- No quiero generar una polémica a partir de los fundamentos y las 
razones que requerimos al Ministerio para transformar esa función en la creación de un cargo de 
particular confianza, pero las respuestas que se dan no satisfacen. El Ministro puede relevar de su 
función a una persona en el momento en que lo crea conveniente, por razones fundadas, o trasladarla 
de una Dirección a otra. Para ello, no necesita que exista un cargo de particular confianza política. ¡No 
es así! Para mí, eso es toda una novedad. 


Requerimos los fundamentos y las razones, pidiendo que se contestara por qué el cargo tenía que ser de 
particular confianza. Ahora, todas las interpretaciones que se hacen para sostener, defender o avanzar en la 
tesitura de que la aplicación de la política del Ministerio por parte de los Diputados del Gobierno esté 
sustentada en el marco del plan estratégico del Frente Amplio, me parece que no tienen nada que ver con la 
pregunta puntual que hicimos al señor Ministro. 


Estamos constatando que en el proyecto de ley de Rendición de Cuentas se crea un nuevo cargo de particular 
confianza para este Inciso del Ministerio de Salud Pública. 


SEÑOR SANDER.- Quiero realizar cinco preguntas básicas en materia de política de salud. 


En primer lugar, en la última comparecencia a esta Comisión del ex Ministro Olesker, lo escuchamos hablar 
sobre la política en el área rural. Estuve recorriendo algunas zonas del departamento de Rivera y, 
específicamente, estuve en Paso Hospital, donde hay una policlínica. Mi preocupación radica en que a esas 
áreas alejadas del departamento del interior, lamentablemente no llega la descentralización, a pesar de los 
esfuerzos. En ese caso en particular, la Intendencia de Rivera atiende a cerca de quinientas personas, entre 
rondas médicas y el Bus Expreso Esperanza. Los habitantes reclamaban que en la policlínica tenían solo a 
una enfermera y no tenían médico; es una población, entre los que viven todos los días y los que concurren 
los fines de semana -viven allí, pero trabajan afuera-, de casi mil personas. Quiero saber en qué está el 
proyecto de salud a nivel rural y cuándo lo podremos conocer. 


En segundo término, entre las políticas principales del Ministerio, estaba la Atención Primaria en Salud y, 
para ella, se creó toda una red, produciéndose una discusión sobre la eliminación de algunas unidades 
ejecutoras en el país. Eso fue aprobado con los votos de la mayoría parlamentaria del Gobierno. Dentro de 
todo el Sistema Nacional Integrado del Salud hay un elemento de trabajo, que son las unidades de 
emergencia médicas móviles que entraron en este nuevo Presupuesto, a partir de enero de 2011. Ya 
trabajaban con el Ministerio en el 911, pero ahora hay un rubro presupuestal, si no me equivoco, de 

$ 6:000.000. ¿Está dentro de las políticas del Ministerio de Salud Pública incorporar a las unidades de 
emergencia médicas móviles a participar de la atención primaria de salud? 


(Interrupción del señor Diputado Pérez) 


———Después podemos discutir con el señor Diputado Pérez en cuanto a lo que es atención primaria. 


El tercer tema que me interesa mucho porque engloba muchos puntos es el que refiere a la atención de los 
jóvenes con problemas de adicciones. En el Presupuesto Nacional, en la parte de "Diversos", tenemos una 
partida aprobada de $ 10:000.000, que yo creo que es absolutamente insuficiente, para la firma de convenios 
con entidades o asociaciones que trabajen con el tema de adicciones. Por ejemplo, en nuestro departamento 
contamos con un centro de escucha, que funciona dentro de la Dirección Departamental de Salud. Allí se creó 
un grupo de atención para madres y adictos. A raíz de eso se creó una ONG que armó un proyecto, que hoy se 
encuentra en la Junta Nacional de Drogas a fin de calzar los puntos para trabajar con esos jóvenes. A veces 
hablamos del trabajo en equipo y de lo interinstucional; ahí está el Gobierno Nacional y el Ministerio, a 


través de la Dirección Departamental de Salud, está la gente que tiene los problemas, los familiares, algunas 
personas de otras organizaciones sociales y también la Intendencia de Rivera, que paga el alquiler de esa 
casa. Lamentablemente, por problemas extra esa casa no está funcionando. La pregunta es: ¿cuál es la 
política específica del Ministerio de Salud Pública para encarar el tema de esos jóvenes? 


En cuatro lugar, como decíamos al principio, el Sistema Nacional Integrado de Salud pretendía igualar los 
hospitales a las mutualistas, lo que nos parece muy loable, y creemos que en la medida en que va bajando la 
cantidad de usuarios desde ASSE a las mutualistas, sobre todo por el FONASA, hemos mejorado las 
retribuciones de médicos, personal técnico y no técnico, pero todavía vemos que falta mucho. 


Lo otro que quisiera saber es si hay algún cronograma ya definido para el interior del país, como política 
global del Ministerio, porque, como decíamos, en el Presupuesto estaba aprobada la reforma de dos 
hospitales: el Pasteur y el CENATRA en el ex Edificio Libertad, que iba a ser un centro de referencia. 


La quinta pregunta había quedado pendiente de cuando estuvo el Ministro Olesker, quien quedó de entregar 
material a la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda en cuanto a cómo iba evolucionando la 
integración del FONASA a las instituciones privadas, por Departamentos. En aquel momento se manejaba el 
86% a 14%. Queremos saber si la evolución de estos números se mantiene o si ha mejorado para ASSE, en 
virtud de que cada vez van a ir entrando más colectivos al FONASA y si esos números están en lineamiento 
con la política establecida por el Ministerio. 


SEÑOR ABDALA.- Procuraré ser bien concreto para que el Ministro pueda contestar. 


Quiero agregar dos preguntas a las del Diputado Sander, que son más bien de rendición de cuentas, no tanto 
de ajuste presupuestal, pero tienen que ver con la Rendición de Cuentas. 


La incorporación de nuevos colectivos al FONASA está expresada en este proyecto de balance presupuestal, 
así quedó de manifiesto cuando compareció el Ministro de Economía y Finanzas hace pocos días. En función 
de eso, y en lo que tiene que ver con la incorporación de nuevos colectivos, el Poder Ejecutivo, y en 
particular el Ministerio de Salud Pública, ha procedido en los últimos días a dictar sendos decretos 
reglamentarios. Uno de ellos es el Decreto-Ley N* 221, de 27 de junio de 2011 y el otro es el Decreto-Ley 
N* 245, de 14 de julio de este año, que, inclusive es modificativo del anterior. Por supuesto que no pretendo 
hacer un análisis desmenuzado de todo lo que se reglamenta en estas disposiciones, porque llevaría mucho 
tiempo, pero hay dos aspectos específicos —uno en cada uno de estos decretos- que me preocupan mucho y 
se los quiero trasladar al señor Ministro. 


En el Decreto-Ley N* 221, de 2011 -esta misma pregunta se la hicimos al Ministro Lorenzo— advertimos 
que en lo que respecta a la incorporación de jubilados y pensionistas, específicamente en el artículo 6”, hay 
un apartamiento —así lo interpretamos nosotros- de lo establecido en la Ley N* 18.731, en lo que tiene que 
ver con el cronograma que allí se definió en cuanto a la secuencia de la incorporación de jubilados y 
pensionistas. Concretamente, la diferencia estriba en lo siguiente. La ley estableció un cronograma en 
función del cual los jubilados se incorporarán de acuerdo a dos variables: el nivel de ingresos y la edad. Y de 
acuerdo con lo que establece la ley, esos dos factores serán considerados en el momento de la promulgación 
de la ley respectiva que, como se sabe, se aprobó en el mes de diciembre. Este Decreto cambia el criterio y, 
por lo tanto, a mi juicio, comete una ilegalidad. El artículo 6* establece que para el cómputo de la edad se 
sigue tomando la fecha de promulgación de la ley respectiva, es decir, el año pasado. Sin embargo, de 
acuerdo con el Decreto, para la consideración del nivel de ingresos de los pasivos, se va a considerar el 
momento de la incorporación efectiva al FONASA. 


¿Qué quiero decir con esto? Que como va a haber un aumento, de acuerdo con la norma constitucional, con 
vigencia al 1” de enero para aquellos pasivos que de acuerdo con la ley, el 1* de julio de 2012 tengan setenta 
y cuatro años cumplidos de edad y ganen por debajo de las cuatro Bases de Prestaciones y Contribuciones, 
recibirán un ajuste por el Índice Medio de Salarios. Por lo tanto la aplicación de este Decreto, que, repito, 
cambia el sistema o los criterios establecidos en la ley de diciembre del año pasado, hará que muchos pasivos 
pasen el umbral y superen las cuatro Bases de Prestaciones y Contribuciones. En consecuencia, y desde mi 
punto de vista —y creo que es la interpretación literal- verán postergado su ingreso al FONASA, por lo 
menos por un año, cuando no por un tiempo mayor, es decir hacia el año 2013. 


Con relación a este aspecto pido una explicación -el Ministro Lorenzo no me la supo dar-, porque me parece 
que es una afectación de derechos y de expectativas que los pasivos tenían, que este Parlamento debatió, que 
por último se laudó en la Ley N* 18.731 y que por la vía de este Decreto se estaría modificando. 


La segunda consulta tiene que ver con el otro Decreto que mencioné, que es el N* 245 que, entre otras 
disposiciones que podrían ser discutibles pero, repito, no es mi propósito detenerme o internarme demasiado 
en ellos, decreta un nuevo aumento del costo promedio equivalente. Como se sabe, la propia Ley N* 18.731 
introdujo este concepto, a los efectos de determinados objetivos, entre ellos la devolución de los aportes 
cuando excedan, precisamente, el costo equivalente más el 25%. Pero lo que me ha llamado poderosamente 
la atención es que el Decreto-Ley_N* 245 aumenta el valor del costo promedio equivalente que había sido 


dieciocho días antes. El decreto inicial fijó ese costo en $ 1.348 y pocos días después por una razón que 
desconozco —y es lo que estoy consultando- el Decreto-Ley N* 245 ajustó ese valor y estableció el costo 
promedio equivalente en $ 1.450. Tal vez se haya padecido error -no lo sé-, pero me interesaría saber qué fue 
lo que pasó, porque los efectos de un valor o del otro son bien distintos. Por lo pronto, son distintos en cuanto 
a lo que yo acabo de mencionar. En el caso de aquellos que eventualmente tengan la expectativa de recibir 
una devolución por concepto de sus aportes, cuando excedan el costo equivalente más el 25%, en función de 
que el costo es mayor, obviamente se achicará ese margen. Además, esto provoca un efecto en otros 
colectivos -no en los pasivos-: en los trabajadores independientes o en aquellos que prestan servicios 
personales fuera de la relación de dependencia en los que, como se sabe, el costo promedio equivalente es lo 
que se toma como ficto o como valor, a los efectos de su incorporación al FONASA, independientemente de 
cuál sea su nivel de ingreso real, porque no aportan por lo real, sino por ese costo equivalente, 
independientemente de que se trate, por ejemplo, de un profesional recién recibido que genera pocos 
honorarios, que hace un aporte mínimo a la caja profesional y, sin embargo, tiene que hacer frente a esa 
inequidad que, a mi juicio, existe con relación a los trabajadores dependientes. 


La pregunta concreta es por qué razón el Poder Ejecutivo debió ajustar al alza este valor pocos días después 
de haberlo determinado, en una diferencia que, a mi juicio, es apreciable. Pasó de $ 1.348 a $ 1.450. 
Obviamente, si consideramos esto a la luz de lo que son los aportes de carácter mensual, entiendo que la 
diferencia resulta significativa. 


Esas son las dos preguntas que queríamos formular, porque nos parece que estos decretos afectan a decenas 
de miles de personas en términos que van más allá de lo que fue la voluntad legislativa. Por supuesto, la 
voluntad legislativa es expresada por el Parlamento y después, obviamente, este tiene que cuidar y controlar 
que efectivamente se cumpla y no se cambie por decreto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto que instancias como esta, de Rendición de Cuentas, dan para 
discutir los temas vinculados a lo que han planteado los señores Diputados. Pero, también es cierto que 
las autoridades del Ministerio de Industria, Energía y Minería están afuera esperando para entrar, 
porque estaban convocados para la hora 16. Por lo tanto, si no se toma a mal -no pretendo impedir que 
el señor Ministro exponga ampliamente-, podríamos generar una nueva instancia por estos temas 
específicos. Inclusive, sobre este tema que planteaba el señor Diputado Abdala, si el señor Ministro 
estuviera de acuerdo, hasta podríamos hacer una reunión conjunta con el Ministerio de Economía y 
Finanzas, porque me consta que este fue un trabajo llevado adelante por los dos Ministerios. 


Estaría proponiendo una salida en ese sentido y el compromiso de parte del Ministerio -como ya se 
comprometió hacer- para que pueda remitir alguna información en torno a algunas de las preguntas que 
fueron expuestas acá y también en torno a las preguntas que ha formulado recientemente el señor Diputado 
Sander. 


SEÑOR ABDALA.- No tengo inconveniente en que se siga el camino que sugiere el señor Presidente, en 
términos de que ese camino sea a cuenta de mayor abundamiento de lo que, por lo menos, recibiremos 
ahora, que quizás sea una información sucinta. 


He hecho preguntas que, más allá de la extensión -quise describir el contexto-, creo que se pueden responder 
con pocas palabras, tanto la referida al ingreso de los jubilados, como la referida a por qué razón se 


produjeron las modificaciones en el costo promedio equivalente. Creo que en dos renglones se me puede 
responder, siempre que, por supuesto, la respuesta sea concreta. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Creo que las preguntas que me hacen, tanto el señor 
Diputado Sander, como el señor Diputado Abdala, merecen respuestas muchísimo más profundas. Acá 
no se puede responder solo telegráficamente, por lo que agradezco la propuesta del señor Presidente. 


En términos generales, diría al señor Diputado Sander que toda la temática sobre la salud rural, los jóvenes, 
las unidades de emergencia, los hospitales y las mutualistas, y todo el tema referente a la integración de 
material respecto a temas departamentales, implicaría dar una gran información sobre el tema de la reforma, 
porque esto está intrínsecamente relacionado con nuestros programas. Inclusive, comento al señor Diputado 
Sander que hace no más de veinte días estuvimos en su departamento, donde hay un problema de frontera 
enmarcado en un convenio trilateral relacionado con la salud rural, los jóvenes, las emergencias y el modelo 
de salud que queremos imponer. El tema programático me gusta y está dentro de la gestión y de la rectoría 
del Ministerio. Acá hay un tema programático profundo. Me gustaría ser bastante explícito sobre esto. Por lo 
tanto, tomamos en cuenta lo que está sugiriendo el señor Presidente en cuanto a una nueva comparecencia en 
esta Comisión. 


En cuanto al tema planteado por el señor Diputado Abdala, podemos decir que, evidentemente, este es un 
asunto que está vinculado al Ministerio de Salud Pública y al ingreso de los colectivos al FONASA. Este es 
un asunto que debe ser tratado conjuntamente con el Ministerio de Economía y Finanzas, aunque nosotros no 
estamos exentos de dar nuestra respuesta. Evidentemente, el tema sobre los ingresos de colectivos al 
FONASA -los que tienen determinada base de prestaciones, los jubilados y todos los profesionales- requiere 
una respuesta categórica desde el punto de vista presupuestal y desde el punto de vista económico. Para 
nosotros también es necesario dar una respuesta elocuente al respecto, conjunta con el Ministerio de 
Economía y Finanzas. 


Sé que no estoy dando las respuestas que los señores Diputados necesitan, pero vinimos por un tema y nos 
parece que, aparentemente, está planteada una temática de revisión de los temas que hacen a la reforma en 
general y, en particular, del ingreso y de los programas que lleva a cabo el Ministerio de Salud Pública. 


Sugiero venir nuevamente a la Comisión. Además, es nuestro deber hacerlo. 


SEÑOR BEROJIS.- Lo que planteaba el señor Ministro en cuanto a la pregunta del señor Diputado 
Sander me parece interesante, pero lo vamos a tratar cuando venga ASSE. 


SEÑOR ABDALA.- Por supuesto, tenemos que ser receptivos a la inquietud del señor Ministro y, si 
necesita tiempo para interiorizarse en los temas y responder, nosotros estamos dispuestos a esperar, 
pero hay una sola cosa que nos preocupa. ¿El señor Ministro -en aquel momento era Subsecretario de 
la Cartera, pero supongo que estaba al tanto de todos los asuntos inherentes al Ministerio- tiene 
presente que la modificación de los valores a los que he hecho referencia, que componen la ingeniería 
financiera del Sistema Nacional Integrado de Salud, fueron modificados al alza por el Poder Ejecutivo, 
en el curso de pocos días? Más allá de que hoy no me dé una respuesta categórica o concreta acerca de 
por qué sucedió, ¿está en condiciones de confirmar eso y es consciente de que eso fue así? Aunque más 
no sea, quisiera que las autoridades del Poder Ejecutivo me confirmen que, efectivamente, eso 
aconteció. 


Yo tengo aquí el texto de los decretos, pero me parece que, por lo pronto, desde el punto de vista oficial y, a 
los efectos de la versión taquigráfica, es necesaria una respuesta, sin perjuicio de que podemos esperar los 
fundamentos. ¿Al señor Ministro le consta que, efectivamente, esto aconteció? O, en tal caso ¿este decreto 
que firmaron el Ministerio de Salud Pública y el Ministerio de Economía y Finanzas fue de inspiración del 
señor Ministro Lorenzo y en el Ministerio de Salud Pública no hay mucha conciencia de él? Porque eso 
cambiaría la perspectiva. Por eso es que, aunque más no sea, me interesaría que se pudiera confirmar o 
desmentir este aspecto. 


SEÑOR BERNINI.- Noto que, lícitamente, el señor Diputado Abdala, con toda su inquietud -que 
valoramos- está insistiendo sobre un tema que el señor Ministro acaba de dar una respuesta. En todo 


caso, además de lo que ya comprometió el señor Ministro, mañana vendrá el Ministerio de Economía y 
Finanzas. Quizás sea un buen día como para ampliar un poco más el tema, a cuenta de lo que ya está 
comprometido. Me parece que, en todo caso, este tema amerita una profundización mayor y no 
simplemente que le dé una impresión y después profundizamos. En todo caso, vayamos al fondo del 
tema. Disculpe, señor Diputado, pero es mi punto de vista. 


SEÑOR ABDALA.- Creo que lo que dice el señor Diputado contribuye y sugiere una variante interesante, 
que es preguntar esto mismo mañana al Ministerio de Economía. Yo no pretendo presionar al Ministro de 
Salud Pública; simplemente, agregué una pregunta sobre la confirmación o no de un hecho. A esta altura, ni 
siquiera pido los fundamentos, porque veo que por lo menos hoy no están. Por supuesto, el Ministro sabrá si 
puede contestar esto o no, y si no lo contesta, se terminó el incidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Insisto en que este es un tema que ha sido objeto del trabajo de dos 
Ministerios; no tenemos por qué comprometer a uno a que unilateralmente tenga la obligación de 
responder por los dos. Por consiguiente, la Presidencia hará los esfuerzos necesarios para que, en el 
marco de la discusión de esta Rendición de Cuentas, se puedan considerar los aspectos que han sido 
planteados por el señor Diputado Abdala, con la comparecencia del Ministerio de Salud Pública y del 
Ministerio de Economía y Finanzas en conjunto. 


SEÑOR GROBA.- Quiero dejar constancia de que no percibí que en la tarde de hoy el Ministro se 
haya sentido presionado por ningún legislador. No sé lo que dirá el señor Ministro, pero me parece que 
no solo no se ha sentido presionado sino que se ha sentido a gusto y se ha explayado sobre cada uno de 
los elementos relativos a esta primera Rendición de Cuentas. Sin perjuicio de ello, se seguirá 
analizando el tema con la metodología adecuada. 


SEÑOR GANDINI.- El Ministro acaba de asumir y simplemente le quiero comentar que no le voy a 
hacer una pregunta que voy a hacer a todos los Ministros referida a la aplicación del artículo 58 de la 
Ley de Presupuesto. Este tema ha sido objeto de un pedido de informes que hice a todos los Ministerios 
y a la Presidencia de la República respecto de los adscriptos -esto corresponde al Ministro- y como 
todavía está en plazo de ser respondido, seguramente recibiré la información. Tiene sentido 
exclusivamente presupuestal y sigue el mecanismo recomendado por legisladores del Frente Amplio 
cuando solicitamos poner algunos requisitos en el articulado y se nos dijo que el camino era el pedido 
de informes o las Rendiciones de Cuentas. Como estamos en la primera de ellas, es oportuno saber qué 
ha sucedido a este respecto en cada Ministerio. 


Por otro lado, quiero recordar al señor Ministro que espero tener a la brevedad el decreto reglamentario del 
artículo 568 de la Ley de Presupuesto. La verdad es que yo permanentemente me muevo entre los decretos y 
demás para poder estar al día y nunca lo pude encontrar. Pero el Ministro me dijo aquí que existe y yo me 
quedo con su palabra que, por supuesto, dicha en Comisión es un documento público. Yo creo en la palabra 
del Ministro y espero tener ese decreto que rige el mecanismo de autorizaciones de ingresos de equipos 
médicos al país. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Con respecto a los adscriptos, haremos llegar la 
información que corresponde. Actualmente, yo cuento con una adscripta. Es una información muy 
importante la que solicita el señor Diputado y se la haremos llegar, porque nos parece que todos los 
pedidos de informes corresponden. 


Con respecto a la información solicitada sobre la reglamentación existente, debo decir que es anterior al 
artículo 568, y se la haremos llegar. 


Debo decir que ha sido un placer estar acá. Me parece que es pertinente estar en una Comisión en la cual el 
Poder Legislativo toma cuenta de lo actuado por el Poder Ejecutivo. 


Muchísimas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Ministro de Salud Pública y de sus 
asesores. 


(Se retira de Sala la delegación del Ministerio de Salud Pública) 


(Ingresa a Sala una delegación del Ministerio de Industria, Energía y Minería y un representante de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto) 


—La Comisión da la bienvenida a una delegación del Ministerio de Industria, Energía y Minería integrada 
por el ingeniero químico Roberto Kreimerman, Ministro de Industria, Energía y Minería; el escribano 
Gustavo Fernández Di Maggio, Director General de Secretaría; el doctor Luis Alberto Gestai, Director 
Nacional de la Propiedad Industrial; y la contadora Claudia Erramuspe, Directora del Área Financiero 
Contable. Además, nos acompaña el sociólogo Daniel Umpiérrez, en representación de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto. 


En consideración el Inciso 08, Ministerio de Industria, Energía y Minería, que corresponde a los artículos 161 
a 165 inclusive del proyecto de ley de Rendición de Cuentas. 


SEÑOR BERNINI.- Debido a que el señor Presidente tiene que ausentarse por un momento y el 
Vicepresidente de la Comisión no está presente, sugiero que ocupe la Presidencia ad hoc el señor 
Diputado Berois. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 


(Se vota) 
—Doce en trece: AFIRMATIVA. 


Tengo un compromiso ineludible y debo retirarme por unos instantes. Agradezco a la Comisión por su 
tolerancia. 


Invito al señor Diputado Berois a que ocupe la Presidencia. 
(Ocupa la Presidencia el señor Representante Berois) 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- En primer lugar, quiero decir que 
además de los artículos mencionados hay uno que está en el Capítulo Otras Normas de Ordenamiento 
Financiero al que voy dedicar algunas palabras. Me refiero al artículo 57, que tiene que ver con el 
tópico de la eficiencia energética. 


SEÑOR ABDALA.- Ya que el Ministro sugiere, y me parece de recibo, comentar alguna disposición 
que es de interés de la Cartera y que no está integrada específicamente a su Inciso, quiero agregar otra 
disposición que sí tiene que ver con su Cartera. Me refiero al artículo 261, de la Sección VIIL 
Disposiciones Varias y que está referido a ANCAP, que, como todos sabemos, por razón de materia se 
vincula con el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Industria Energía y Minería y tiene que ver 
con una modificación de la Ley Orgánica. Como no puede venir aquí el Presidente de ANCAP a hablar 
acerca de ella, le pedimos al señor Ministro que nos dé una explicación al respecto, que por el tenor de 
la disposición tiene que ver con ALUR. Queríamos aprovechar esta oportunidad para plantear esta 
consulta que le vamos a hacer más adelante. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- El artículo 57 refiere a uno de los 
cuatro ejes estratégicos de la política energética. Como ustedes recordarán, los ejes en cuestión son la 
oferta, la demanda, el institucional y el social. Se viene avanzando en el cumplimiento de esa política en 
función de los respaldos que tiene a partir de los acuerdos multipartidarios. 


En el eje específico de la demanda se encuentra el tema la eficiencia energética, o sea, cómo lograr tener el 
mismo confort, la misma utilización final, las mismas facilidades con menor consumo de energía. Eso es lo 
que se plantea en este tópico y abarca a cada uno de los principales consumidores de energía: industria, 
transporte, residencias, etcétera. Este artículo en particular hace hincapié en el ahorro energético, entendido 
no como una disminución de las prestaciones sino como el uso eficiente de la energía para el mismo nivel de 
prestaciones. De acuerdo con esta política energética, estamos desarrollando estudios en el sector público de 
los que surge que se pueden realizar ahorros interesantes. De hecho, se han realizado diagnósticos en quince 
edificios públicos, a través de ESCOS -empresas de consultoría en energía-, de los que surge que puede 
lograrse un ahorro anual de US$ 560.000 para una inversión de US$ 2:000.000. Quiere decir que en poco 
más de tres años pueden pagarse las inversiones y luego se consigue una reducción de gastos. 


Pensamos que la mayor eficiencia energética en el Estado, complementada con todas las otras medidas, 
además de un ahorro en sí mismo, es una demostración a la población de las posibilidades de lograr los 
mismos desempeños con menor uso de energía y permite que la gente tome mayor conciencia con respecto a 
estos temas. Lógicamente ello no se agota en lo que estamos proponiendo, pero es una parte importante. 


De manera que este artículo viabiliza un problema que podría ser presupuestario, en tanto establece que los 
distintos órganos del Estado podrán realizar diagnósticos energéticos, las inversiones correspondientes y 
pagar esas inversiones con los propios ahorros que genera la eficiencia energética. Para esto se propone, 
entonces, el artículo que leeré a continuación: "Los Incisos del Presupuesto Nacional que celebren Contratos 
Remunerados por Desempeño con empresas de servicios energéticos registradas en el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería, podrán disponer para el pago de los mismos, de hasta el 100% (cien por ciento) de los 
ahorros generados en el consumo del suministro objeto de contrato. Dichos ahorros efectivos podrán ser 
utilizados en el ejercicio en que se producen o en el ejercicio siguiente, hasta la finalización del pago del 
contrato celebrado, de acuerdo con la reglamentación que, con informe previo del Ministerio de Economía y 
Finanzas, dicte el Poder Ejecutivo". 


De esta forma, estamos dando facilidades para la realización no de los diagnósticos, porque eso es algo 
sencillo de llevar a cabo, sino de su puesta en práctica, de su implementación, logrando un ahorro en los 
gastos del Estado y, a la vez, una señalización hacia la población. 


Por todo esto he comenzado por este artículo que tiene que ver con una política de Estado, tal cual son los 
acuerdos sobre eficiencia energética, dentro del eje de demanda de la política energética. 


SEÑOR GANDINI.- Esta me parece una muy buena medida, de lógica. Es una inversión para el 
futuro, porque después de que se paga el contrato el monto que se debe pagar por la energía es mucho 
menor. Supongo que se están incluyendo cambios de tecnología, apuntando a la tecnología led y demás, 
que es lo que puede permitir esta diferencia tan importante. 


Lo único que me llama la atención es que este artículo refiere a que se celebren "Contratos Remunerados por 
Desempeño", y está escrito con letra mayúscula. Esto me lleva a preguntarme si este es un modo contractual, 
es decir que tiene alguna característica predeterminada, o si, sencillamente, es el nombre que se puso a este 
tipo de convenio. Supongo que se está hablando de celebrar un contrato dentro de la normativa 
correspondiente para un organismo del Estado, que hay un estudio previo que indica cuánto se va a consumir 
con el nuevo sistema, y que hay una inversión que se paga con el ahorro, en tres años o en determinado 
tiempo. La pregunta concreta es si este "Contrato Remunerado por Desempeño" es un tipo contractual 
definido o simplemente se escribió el título con mayúscula. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Agradezco al señor Diputado 
Gandini por la pregunta, porque permite profundizar en esta temática. 


Este tipo de contratos -que lógicamente se rigen por los esquemas habituales- es el que prevé el artículo 25 de 
la Ley_N* 18.597, relativa al uso eficiente de la energía, aprobada en su momento por el Parlamento. A través 
de ese artículo se introdujo una modificación en el sentido de permitir la contratación de empresas 
energéticos por parte del Estado -ESCOS-, siempre que "(...) se desarrollen bajo el esquema de Contratos 
Remunerados por Desempeño, en los cuales la inversión sea financiada íntegra o parcialmente por la empresa 
de servicios energéticos". Este mecanismo tiende a facilitar las inversiones en eficiencia energética por parte 


del Estado. El artículo que hoy proponemos complementa la normativa oportunamente votada por todos los 
partidos. El hecho de que los contratos estén mencionados de esa forma responde a que su nombre fue 
tomado de la otra ley votada oportunamente. 


Los artículos 161 a 164 apuntan a mejorar el funcionamiento de algunos aspectos relacionados con temas 
técnicos, normativos. Ustedes saben la importancia que tiene para el país -en la medida en que crece y se 
desarrolla- ir mejorando las normativas de calidad y de propiedad industrial. Cuando un país se desarrolla y 
tiene posibilidades crecientes -como sucede en Uruguay desde hace algunos años- en industrias que compiten 
internacionalmente, es necesario ir mejorando la tramitación y la claridad de la normativa. 


Si bien señalo todo esto de una forma un poco rápida, tiene gran importancia y los artículos son muy 
específicos. Se pretende facilitar los costos para las pequeñas y medianas empresas en lo que tiene que ver 
con el control de los aspectos metrológicos, es decir, de la tecnología. Asimismo, los artículos que van a venir 
a continuación acerca de los trámites electrónicos en la Dirección Nacional de la Propiedad Industrial, 
propenden a facilitar el desarrollo para las empresas. 


No me voy a extender en el tema general y en la política de desarrollo tecnológico del país. Solo voy a decir 
que el artículo 161 cambia el sistema de tasas de verificación de instrumentos, atendiendo a que, 
fundamentalmente, la pequeña y la mediana empresa paguen el valor que corresponde. Esto supone una 
disminución con respecto a lo que viene pagando porque, como todos sabemos, para las empresas pequeñas, 
los costos fijos o de control suelen ser elevados cuando se lo divide entre la menor cantidad de unidades 
producidas. 


Por eso, nos parece de estricta justicia adecuar la normativa para que los micro y pequeños comercios, que 
son los usuarios del 67% de los instrumentos de medida, paguen lo que corresponde. Esta propuesta, pues, 
lleva una mayor equidad en la fijación del valor de las tasas, determinando la baja de su monto, 
especialmente para las micro y pequeñas empresas, en todo tipo de balanzas, básculas, termómetros, etcétera, 
que se utilizan habitualmente en la industria y el comercio. 


SEÑOR GANDINI.- Quisiera plantear una pregunta exclusivamente desde el punto de vista 
presupuestal. ¿Este es un recurso de afectación especial que va a Rentas Generales o queda en el 
Ministerio? Porque la definición que aquí se hace es que será recaudado. Y la definición de 
recaudación no necesariamente quiere decir "destino"; puede ser meramente un agente de retención, 
un recaudador, y su destino ser Rentas Generales. También puede estar definido en otra norma que se 
trata de un recurso de afectación especial y, por lo tanto, queda en el Ministerio. Entonces, esta 
definición no me parece suficiente 


Además, quisiera saber si se tiene una idea de lo que se recauda anualmente por este concepto. Estas son 
preguntas que hacen estrictamente a lo presupuestal, pero que interesan. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- En cuanto a la reducción en el monto que se vuelca a Rentas Generales por 
parte de los usuarios, se ha estimado en $ 21:900.000 anuales. El Ministerio subcontrata con el LATU 
la instrumentación de la verificación y la inspección, y con esa tasa, se adecua la totalidad de lo 
recaudado, que va a la prestación de servicios. Es decir que la tasa corresponde exactamente con el 
valor del servicio prestado. 


La reducción de la tasa es aproximadamente del 50%. En el ejemplo más clásico de balanzas de precisión de 
dos kilogramos, la tasa actual sería de $ 1835, y con la nueva norma, se estima en $ 918. 


En cuanto al destino del sobrante anterior de la tasa, que sobrepasaba lo que el Ministerio pagaba al LATU, 
se volcaba a Rentas Generales. 


SEÑOR POSADA.- Por cierto que es compartible la iniciativa del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería en cuanto a tratar de reducir el peso que tiene este tributo, sobre todo, en la micro y pequeña 
empresa, fundamentalmente, en el ámbito comercial. Ahora bien, la modificación planteada, tanto 
como la ley vigente -no como la ley original que creó el tributo-, claramente es ajena al marco legal en 
lo que respecta a denominarse como tasa. 


En realidad, tal como está diseñada aquí, se trata de un impuesto, porque si fuera tasa, el precio que se 
cobrara por ella tendría que estar en total y razonable equivalencia con el servicio prestado. Y si bien de 
acuerdo con lo que explicaba el Director General de Secretaría, escribano Fernández, globalmente, el 
concepto se mantiene, en lo que refiere al cobro del tributo a quien solicita este servicio, claramente, no se 
respeta. Inclusive, la ley vigente lo establecía también sobre la base del precio de venta al público en la tasa 
de aprobación del modelo. Y la tasa de verificación primitiva también estaba fijada en función del precio de 
venta al público. 


Lo que quiero señalar es que, tal como está planteado en la ley vigente y en el proyecto modificativo, por lo 
menos en lo que refiere a las tasas que se fijan en función del precio promedio de venta al público del 
instrumento, hay una situación que no se corresponde con la realidad. Es decir que el tributo no es tasa, sino 
un impuesto, de acuerdo a la definición del Código Tributario. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Aquí la ley queda exactamente igual a como estaba antes: lo único que se 
cambia es la unidad monetaria de pesos a Unidades Indexadas. La ley vigente tiene ese contenido: si es 
tasa, tributo o impuesto, es un tema que debió haberse discutido hace muchos años. 


SEÑOR POSADA.- ¡Por supuesto? 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- De todas formas, es una tasa por única vez que no paga el pequeño 
comerciante, sino el importador, quien patenta el modelo. 


Ahora bien, esta modificación en las tasas que pagan los pequeños comercios sí se acerca al valor de la 
razonable equivalencia entre tasa y servicio, entre el valor pagado y el servicio prestado, porque no hay nada 
que se vuelque a Rentas Generales. Por lo tanto, el valor de lo que se le paga al LATU por el servicio es 
exactamente igual a lo que paga el comerciante. 


SEÑOR POSADA.- El hecho de que estemos ante una situación que viene del pasado no quiere decir 
que si se va a realizar una modificación, no nos ajustemos a la normativa en forma precisa, 
particularmente, a lo que establece el Código Tributario. Repito que comparto la iniciativa en cuanto 
al objetivo que se persigue y me parece loable, pero, originalmente, cuando el tributo fue creado por la 
Ley N” 15.829, efectivamente, era una tasa porque se fijaba en $ 200 e iba a ajustarse en función de la 
variación del Índice de Precios al Consumo. Eso fue en el año 1986. En el año 1987, se hizo la 
modificación que rige en la actualidad, y que, desde entonces, determina una situación notoriamente 
anómala en función de lo que establece el Código Tributario. 


Lo que digo es que, en todo caso, debiera hacerse una modificación para adecuar la legislación propuesta por 
el Ministerio de Industria, Energía y Minería a lo que establece el Código Tributario. Si en definitiva lo que 
está rigiendo es un impuesto, hablemos de impuesto, como corresponde, y punto. 


SEÑOR ASTLI.- El Código Tributario se refiere a los distintos tipos de tributos, y en el caso particular 
de la tasa, establece que debe existir una razonable equivalencia con el costo del servicio público que se 
brinda, que, en este caso, son los estudios que se realizan sobre los bienes que están afectados. En el 
caso del impuesto -se llama así porque es una imposición-, no hay ninguna actividad del Estado que se 
involucre directamente con la materia gravada. Por lo tanto, podemos discutir si hay una razonable 
equivalencia en la forma de fijación de las distintas tasas, pero, como recién decía el Director General, 
estamos hablando de que el costo de la prestación de ese servicio, directamente vinculado al sujeto 
pasivo que debe pagar la tasa, corresponde a los servicios que presta el Laboratorio Tecnológico del 
Uruguay. Por eso, debe haber una razonable equivalencia -el Código no dice "exacta" sino 
"razonable"-, y, a veces se gana, y otras, se pierde en ella, pero debe estar fijada en función de algo, y 
aquí está fijada en función de que el ingreso por esta tasa se vuelca a financiar las erogaciones 
generadas por los controles que realiza el LATU. 


SEÑOR POSADA.- Basta leer tanto el artículo propuesto como el vigente para señalar que no hay una 
razonable equivalencia. 


El numeral 1) establece que: "El monto de las tasas se fijará en función del precio promedio de venta al 
público del instrumento para cada clase de precisión, capacidad y categoría, fijándose la misma por 
aplicación de la siguiente tabla [...] Hasta 25000 UI Hasta el 18% del precio de venta al público.- De 25001 
Ul en adelante 4501 UI y hasta el 0.5% del monto que exceda las 25001 UI". Es decir que, indudablemente, 
el criterio no respeta la razonable equivalencia, porque está fijado sobre el precio de venta promedio del bien. 


Este es un tema que me parece que hay que ajustar. Nuestra intención era plantear la inquietud al Ministerio 
de Industria, Energía y Minería, porque, a nuestro juicio, debería realizarse una corrección en este sentido. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Agradezco mucho a los señores 
Diputados las intervenciones y la aclaración. 


En primer lugar, la política hacia las pequeñas y medianas empresas es un tema de mucha importancia, y este 
es un pequeño ejemplo de lo que vamos a continuar haciendo, fundamentalmente, al fijar un ambiente de 
bajo costo para aquellas que tienen costos unitarios mayores. 


Mencioné la palabra equidad en el sentido de que el valor que se cobre se aproxime al valor de la prestación, 
porque está claro que, para la pequeña empresa, se trata de artículos necesarios como una balanza de 
precisión de dos kilos, una balanza no automática de cincuenta a quinientos kilos, medidas de longitud, 
taxímetros, termómetros, todos instrumentos de uso desde ferias hasta en farmacias. 


La propuesta va dirigida en el sentido explícito de bajar los costos. Esto tiene un costo determinado para el 
Estado -como lo explicó el señor Director General-, y se trata de aproximar, de una forma razonable, el costo 
del servicio y lo que paga la empresa. 


SEÑOR POSADA.- Quisiera hacer una consulta adicional al señor Ministro. ¿Es viable fijar esta tasa 
exclusivamente en función del precio que, a su vez, el LATU le cobra al Ministerio? 


A ver si soy más claro. De acuerdo con lo que se nos decía, el Ministerio de Industria, Energía y Minería 
percibe una tasa y, a Su vez, paga por un servicio que realiza el LATU. Actualmente, genera un excedente que 
se vuelca a Rentas Generales. Mi consulta va en el sentido de si es viable para el Ministerio cobrar una 
determinada tasa que sea totalmente equivalente a lo que le cobra el LATU al Ministerio. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Estimamos que, al hacerlo a través 
de este mecanismo, ajustándolo al costo que tiene el instrumento, se logra una equidad importante en 
función de lo que las empresas pequeñas, medianas y grandes, deben invertir. En ese sentido, el costo 
del servicio tiene una parte directa y otra indirecta, que dificulta lo que se propone, pero que, de 
alguna manera, determina un valor. Pero pensamos que facultar al Poder Ejecutivo a fijar estos 
máximos valores -a cuenta de estudiarlo más adelante-, nos está acercando al objetivo claro que 
estamos buscando. 


La discusión de cuánto cuesta el caso a caso es mucho más complicada y tiene que ver con el monto 
razonable para el precio razonable de una cosa. En esa filosofía, si por un servicio que me cuesta lo mismo, a 
veces, cobro barato, y otras, cobro caro, estamos nuevamente introduciendo desigualdades para las pequeñas 
y medianas empresas. Como bien se dijo que esto debe ser razonable, creemos que este es un justo término. 
No sé si me logré explicar con respecto a la política hacia la pequeña y mediana empresa junto con el tema de 
la razonabilidad del tributo. Porque ¿de dónde surge la idea del cambio? De que el tributo es muy caro y no 
es razonable, por lo que lo bajamos a valores razonables, a la vez que mantenemos la política de que, a 
menores costos, menores tasas. 


SEÑOR POSADA.- Comparto la idea que plantea el señor Ministro de Industria, Energía y Minería en 
cuanto a que se rebajen los costos de las micro y pequeñas empresas. Lo que sucede es que el concepto 
de tasa termina siendo no compatible con la idea de equidad porque la tasa supone la prestación de un 
servicio y, en función de ello, se determina esa tasa. 


No voy a insistir más en el tema, pero me parecía importante dejar claro este aspecto. 


SEÑOR BERNINI.- Entiendo la inquietud del señor Diputado Posada; creo que es casi una discusión 
etimológica o filosófica. 


(Interrupción del señor Representante Posada) 


No, no; está bien. Yo lo entiendo. 
Quiero destacar que inteligentemente y a partir de un objetivo estratégico que ha manifestado el Ministerio de 


Industria, Energía y Minería en cada oportunidad que ha tenido, con esta modificación estamos apuntando al 
objetivo estratégico, que es favorecer a la pequeña y mediana empresa. 


(Interrupción del señor Representante Posada) 


Está muy bien. Ahora: eso es lo que se plasma a partir de este artículo. Y lo que debemos saber cuidar 
también desde el punto de vista del logro de ese objetivo, es que acá va a haber una aplicación diferencial de 
lo que debe pagar un empresario de buen porte respecto de uno pequeño o mediano. A la vez, objetivamente 
debemos asumir que eso implica tomar una decisión en cuanto a favorecer al sector más débil del 
empresariado porque no deja de ser una apuesta estratégica, que compartimos. Por tanto, invitaría a que el 
debate respecto a la forma de si es una tasa, un tributo o un impuesto, lo demos a posteriori. Lo valioso de 
todo esto es la formulación del objetivo y cómo este cambio apunta precisamente a ese objetivo. Es más: la 
naturaleza de lo que se está pagando, o sea el tributo, podríamos discutirlo con el Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


Reitero que me parece razonable la inquietud del señor Diputado Posada, pero es una lógica que podríamos 
seguir discutiendo varios minutos más. Este artículo está claro ya que lo que traduce son políticas activas que 
pretenden beneficiar a un sector débil del empresariado, que es el que nos ocupa y al que tenemos interés de 
achicar los costos para que se pueda desarrollar. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Nos congratulamos de la 
coincidencia estratégica en estos temas y del análisis profundo que se ha hecho. 


Con respecto a los artículos que vienen a continuación, el 162, 163 y 164, cabe señalar que tratan de 
simplificar el trabajo, descongestionar la tarea y facilitar las cosas al usuario en lo que atañe a la propiedad 
industrial. En este tema es importante ir aumentando los grados de eficiencia. En ese sentido, en ocasión de 
considerarse el Presupuesto nacional los señores legisladores votaron los refuerzos adecuados para la 
Dirección Nacional de la Propiedad Industrial. Debemos destacar que ya estamos implementando el 
"software" adecuado para lo cual se están proponiendo estos artículos que, en líneas generales, pueden ser 
fundamentados pero que en conjunto tienen como filosofía alcanzar una mejora administrativa en los 
trabajos. 


Siempre hacemos hincapié en que las tareas de gobierno deben ser realizadas con profesionalidad y celeridad. 
En este caso, de eso se trata. 


Según el artículo 162 se propone agregar al artículo 188 la posibilidad de delegar el cometido de firmas de 
resoluciones de transferencias, cambios de nombre y cambios de nombre y de domicilio en las solicitudes de 
registros. Estos cometidos ya habían sido delegados pero en otros aspectos como, por ejemplo, para las 
resoluciones de concesión, desestimación y desestimiento en solicitudes de registro de signos distintivos. 
Ahora se agregan estos otros aspectos accesorios a las solicitudes que hacen que la gran carga de tareas se 
facilite hacia el futuro. 


En el artículo 163 -permítanme referirme a los tres artículos juntos porque son de la misma idea- se dice que 
se sustituye la redacción de artículo 29 de la Ley N* 17.011 por la siguiente: "La solicitud de registro de una 
marca se hará ante la Dirección Nacional de la Propiedad Industrial y será acompañada por los recaudos que 
esta requiera a sus efectos". Aquí se trata de la modernización del trámite, de hacerlo acorde con las 
propuestas vigentes y, a la vez, se permite adecuar a la Dirección Nacional de la Propiedad Industrial a las 
actuales concepciones de gestión de modernas oficinas existentes en la materia. Además, ello se alinea a todo 


el sistema de trabajo de tecnologías de la información y del pago de tasas y de precios por medios 
electrónicos. 


Finalmente, el artículo 164 establece que la Dirección Nacional de la Propiedad Industrial podrá adoptar el 
uso de expediente electrónico, de documento electrónico, de clave informática simple, de firma electrónica, 
de firma digital, de comunicaciones electrónicas y de domicilio electrónico constituido en todas las gestiones 
referidas a su competencia, con idéntica eficacia jurídica y valor probatorio que sus equivalentes 
convencionales, de acuerdo a lo previsto en el artículo 104, de la Ley N* 17.011 y el artículo 122 de la Ley 
N? 17.164. 


Se trata de adaptar el régimen actual a las nuevas tecnologías sobre propiedad industrial, como sucede en 
todas las oficinas del mundo, que van avanzando en lo que respecta a acelerar los trámites que, por cierto, 
insumen mucho tiempo. Nosotros estamos proveyendo todas estas medidas a través del Presupuesto desde 
una perspectiva importante, pues los tiempos de procesamiento son fundamentales para los innovadores e 
inventores en cuanto a la protección de sus invenciones, además de incentivar el desarrollo de la tecnología 
en el Uruguay. 


Estos son los tres artículos que se proponen. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el artículo 261. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Antes de comenzar a considerar ese 
artículo quiero señalar que hay un tema importante para discutir que está dentro de este lineamiento y 
que es trascendente en este mundo actual en franco desarrollo. Para ello, cedo el uso de la palabra al 
señor Director General a efectos de que explique este punto. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Proponemos incluir un artículo en la Rendición de Cuentas que diga: 
"Atribúyese al Ministerio de Industria, Energía y Minería el cometido de organizar, desarrollar y 
mantener el Servicio Nacional de la Hora Oficial. Los cometidos asignados a otros órganos u 
organismos relacionados con este cometido, se consideran asignados a esta Secretaría de Estado". 


La Ley N? 3.290 de 12 de junio de 1908 atribuyó a la Dirección Nacional de Metereología -en ese tiempo se 
llamaba Instituto Nacional para la Predicción del Tiempo- esos cometidos, dependiente del Ministerio de 
Defensa Nacional. En los hechos la regulación de la hora oficial uruguaya la hace UTE sin respaldo legal 
porque, como recién expliqué, ese cometido era llevado adelante por la Dirección Nacional de Metereología. 
Entonces, con este agregado, nosotros pasaríamos ese cometido al Ministerio de Industria, Energía y Minería, 
al Poder Ejecutivo. 


SEÑOR ABDALA.- ¿Ese proyecto es un anteproyecto de disposición? 


(Interrupciones) 


Pero no integra el cuerpo del Mensaje que remitió el Poder Ejecutivo, ¿no? 
(Interrupciones) 


———_Bueno, pero no está de más que quede constancia en la versión taquigráfica de que esta no es una 
propuesta del Poder Ejecutivo, sino una sugerencia que recogerá la bancada de Gobierno y presentará. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ingresamos a la consideración del artículo 261. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA, MINERÍA.- Como sabemos hoy la producción en 
el mundo se integra en forma creciente a través de cadenas de valor, de integración de actividades, y 
específicamente, en el tema enérgetico, el desarrollo de la energía en las industrias es viabilizado 
fuertemente cuando se logra una integración vertical de productos que en forma complementaria 


hacen una sinergia entre los diferentes productos. De esa forma se viabilizan efectos directamente 
energéticos y otros relacionados con la energía, pero para otros usos. 


En definitiva, en la industria actual cada vez más está interrelacionado el logro de desarrollos energéticos con 
el logro de productos para diferentes usos. Esa integración vertical da viabilidad a diversas industrias y, 
además, da posibilidades al país de tener un desarrollo complementario, como el caso que voy a comentar. 
Así, en el artículo 261, se establece completar el aprovechamiento de productos y subproductos de la cadena 
de producción de los biocombustibles. Concretamente, el artículo 261 establece: "Incorpórase a la 
Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Portland (ANCAP), creada por la Ley_N” 8.764, de 15 
de octubre de 1931, el desarrollo de actividades vinculadas a la elaboración, fabricación y comercialización 
de alimentos para animales, derivados de productos y subproductos de la cadena de producción de 
biocombustibles". La cadena de producción de biocombustibles -elemento clave y avalado en la política 
estratégica energética por los cuatro partidos políticos- tiene como resultado productos y subproductos en la 
industria moderna -como explicaba recién-, que hacen que su producción se fortalezca -y eso está en el 
objetivo de la política energética-, que su producción sea de productos valiosos como lo es para el Uruguay el 
alimento para animales, que tanto importamos, y otros subproductos que pudieran surgir. 


Como la ley de creación de ANCAP no contemplaba toda esta complejidad y ventaja actuales, y diría que 
necesidad actual de muchas industrias, se propone dar completitud, centrado en el desarrollo de la cadena de 
producción de biocombustibles, complementando el aprovechamiento de productos y subproductos de la 
cadena. 


El tema energético, tan clave para nuestro país, en definitiva tiene como prioridad el desarrollo de las 
energías renovables y tenemos como objetivo llegar a que la matriz energética esté compuesta de un 50% por 
estas energías. Las diversas energías, eólica, solar-térmica y biomasa, dentro de la cual se encuentran los 
biocombustibles específicamente, son parte de las propuestas. Lo que hacemos aquí es incorporar a los 
cometidos de ANCAP este tema contemplando la realidad de la política energética y de esta y de tantas otras 
industrias en las que la combinación energética-producción es el mejor resultado para este tipo de cadenas. 


SEÑOR ABDALA.- Agradezco al señor Ministro la explicación. Nosotros tenemos algunos reparos con 
respecto a esto que son de oportunidad y de coveniencia, o de forma y de fondo, por decirlo de alguna 
manera. 


En cuanto a la forma -recién lo conversábamos informalmente con el señor Diputado Posada- considero que 
estamos frente a una disposición que, en la medida en que implica una reforma de la ley orgánica de una 
empresa pública, sería razonable y bastante más amigable para con la Constitución de la República que fuera 
objeto de una ley aparte, que esto no fuera incluido en una norma de naturaleza presupuestal. Pero no solo 
por la circunstancia de que esta disposición no es de carácter presupuestal, sino también porque estamos 
frente a un tema que despierta polémica en un doble sentido. En primer lugar, reformular, modificar o 
reestructurar la ley orgánica de un ente autónomo supongo que debería implicar un análisis bastante más 
completo y global, y en este caso la propuesta del Poder Ejecutivo se ciñe a un aspecto específico que por 
determinadas razones le importa. Pero también hemos visto que la propia ANCAP en este momento está 
haciendo planes con relación a otras actividades que tampoco están contempladas en su carta orgánica. Por 
ejemplo puedo citar la inversión en el modo ferroviario de transporte. Probablemente, en poco tiempo, en la 
medida en que esta propuesta o ese proyecto avance se sugerirá al Parlamento una nueva modificación de la 
carta orgánica. De manera que desde el punto de vista procesal no me parece que este haya sido el mejor 
camino a escoger. 


Además, obviamente también hablando en términos de la formalidad o de la legalidad de la propuesta, hay un 
aspecto que sin ninguna duda despierta polémica: se nos propone que habilitemos legalmente a ANCAP a 
hacer algo que ya hace; lo hace indirectamente o en el marco de lo que en esta Comisión tanto hemos 
debatido y que se conoce como la huida del Derecho público. ALUR, que es una empresa privada de 
propiedad pública, de propiedad de ANCAP, ya produce raciones animales como subproducto de la actividad 
que realiza en Bella Unión y, bueno, también tiene distintas inversiones que tienen que ver con la producción 
de biocombustibles que termina comercializando en el mercado. De manera que me parece que esta es una 
prueba bastante inequívoca de cómo la evasión del Derecho público, que muchas veces la Administración o 
alguna de sus empresas realiza, en este tipo de reacciones tardías en cuanto a adecuarse a los marcos legales 
tiene, sin ninguna duda, su plena confirmación. 


Con relación al fondo del asunto me parece que no estamos frente a una modificación de la carta orgánica o 
de los cometidos de una empresa pública con relación a una actividad que habrá de comenzar de aquí en 
adelante y con respecto a la cual se nos presenta un proyecto o se presenta al país un proyecto que luego se 
empieza a desarrollar. No; estamos frente a un proyecto que notoriamente tiene bastante más que principio de 
ejecución y que notoriamente ha generado polémicas de todo tipo y color. No vamos a ingresar en ello ahora, 
pero me parece que la inversión en Bella Unión, por lo menos, admite prueba en contrario: no ha habido un 
solo Ejercicio positivo hasta este momento, hay una situación de debilidad financiera importante. 
Recientemente ALUR, con el aval de ANCAP, tuvo que recurrir una vez más al sistema financiero para 
contraer préstamos cercanos a los US$ 30:000.000, pero no para invertir, sino para pagar sus obligaciones 
corrientes, para hacer frente a las obligaciones de caja. [Recientemente se aumentaron los precios de 
transferencias pactados entre ALUR y ANCAP -convenios que se firmaron inicialmente en el año 2009-, es 
decir, ANCAP consigo misma en cuanto a la adquisición de biocombustibles y de etanol. La pregunta que 
surge espontáneamente es si en esa decisión no está el propósito de encubrir un subsidio para apuntalar la 
inversión en Bella Unión, solo por mencionar dos aspectos polémicos que son los más recientes. Toda la 
historia de ALUR -sobre todo la más reciente, la que se vincula con la inversión en Bella Unión- despierta 
este tipo de cuestionamientos. Lo digo sinceramente porque es notorio que desde la oposición esa ha sido 
nuestra actitud y la hemos construido fundamentalmente, sobre la base de argumentos sólidos. Lo hemos 
discutido con el Ministro y en ese sentido está pendiente su visita a instancias del señor Diputado Posada, que 
se viene prolongando por razones no imputables a él sino por problemas de agenda. 


Estamos frente a un asunto respecto del que no hay consenso. Por eso concluyo que la vía escogida no es la 
mejor; además creo que no hay una razón de urgencia que lleve al Gobierno a sostener que es indispensable 
que esto se apruebe en estos términos y en esta instancia presupuestal. Independientemente del resultado final 
o de los apoyos políticos que se puedan dar o no, el Poder Ejecutivo debería enviar un proyecto aparte, sobre 
todo, acompañado de una exposición de motivos que expresara de qué manera se está cumpliendo esta 
actividad, cuál ha sido la suerte que ha corrido ALUR en la refinación de caña de azúcar, en la generación de 
etanol en Bella Unión, en la generación de biocombustibles en la planta en Montevideo, cuáles son las 
inversiones que están en marcha y qué perspectivas hay precisamente en cuanto a la producción de alimento 
animal y cuál es el retorno esperado con relación a esa actividad productiva y comercial. 


Honestamos queremos trasmitir o adelantar que esas son las objeciones que tenemos. Reitero, que sería 
bastante más sensato y mucho más prudente que esta cuestión fuera motivo de otra propuesta, entre otras 
cosas porque tiene que ver ni más ni menos que con la actividad de nuestras empresas públicas. Se trata de 
una modificación de carácter estructural; implica agregarle al giro de una de nuestras principales empresas 
públicas una actividad nueva a la que ha sido por lo menos histórica o tradicional. Curiosa y paradójicamente 
se trata de agregar una actividad nueva que de forma indirecta ya se viene cumpliendo por la vía de una 
empresa privada. 


Son los comentarios que queríamos formular. Agradecemos mucho al señor Ministro su franqueza, pero 
sinceramente sería prudente que esta cuestión se desglosara y que el Poder Ejecutivo nos enviara un proyecto 
distinto, sobre todo porque reitero, con seguridad dentro de poco tiempo nos estará solicitando otra 
modificación de la Carta Orgánica con relación al modo ferroviario de transporte -le pedí al señor Ministro 
que me confirme si esto es descabellado-, porque el Presidente de ANCAP ha insistido en que quiere invertir 
en el ferrocarril y la ley no lo habilita a hacerlo. Entonces, por qué no esperamos y modificamos todo y 
generamos una gran instancia de análisis y de debate en el Parlamento, que me parece que son los temas 
importantes que tenemos que debatir. 


SEÑOR BERNINI.- Creo que es un tema muy interesante para discutir; es eminentemente político. 
Conceptualmente creemos que las empresas del Estado tienen que cumplir una función dinámica e 
involucrarse en la economía del país, sobre todo en aquellas áreas de carácter estratégico. 


En todo caso, ANCAP es la principal dueña de ALUR, pero hay más empresas que forman parte de ella, entre 
otras, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca que participa en el diseño. Es cierto que también hay 
aspiraciones, por la potencialidad de ANCAP, a que pueda involucrarse en otro tipo de emprendimientos, ni 
más ni menos que de desarrollo e infraestructura. Hace muy pocos días aprobamos una ley que permite la 
utilización de una herramienta novedosa que implica el compromiso del Estado con privados para poder 
desarrollar la infraestructura en el orden nacional, cuando existe la limitante provocada por el enorme 


crecimiento, desarrollo económico y productivo, por la asimetría y el rezago histórico en materia de inversión 
respecto a la infraestructura. 


Nos parece muy saludable que exista inquietud, intento y voluntad de involucramiento de empresas 
poderosas del Estado que cumplen un rol estratégico en la vida del país y que objetivamente, significan ir 
hacia un objetivo, el del país productivo. No voy a decir una palabra, simplemente me voy a remitir a leer o 
invitar a leer la versión taquigráfica de la interpelación de hace unos días al señor Ministro de Industria, 
Energía y Minería respecto a cuál es el modelo estratégico, de desarrollo productivo e industrial en el país. 
Vale la pena ingresar en este debate. 


La posibilidad de debate que está planteado el señor Diputado Abdala es todo un tema conceptual y de 
política estratégica y objetivamente me parece saludable darlo, obviamente en un marco diferente que el de la 
discusión de una Rendición de Cuentas. Pero, en todo caso, lo que se está solicitando en esta Rendición de 
Cuentas en forma puntual es que se habilite a realizar determinado tipo de producción y operativa que 
objetivamente hoy tenemos planteada. Vale la pena, porque también comparto que a la hora de discutir el 
régimen jurídico de actuación del Estado tenemos que ser particularmente celosos y visualizarlo hacia el 
futuro en un proyecto estratégico. 


Tengo las mismas preocupaciones que muchas veces han planteado actores de otros partidos políticos 
respecto a los controles, etcétera. Por lo tanto, considero saludable la inquietud, aunque no me parece 
conveniente reducir ese tema de fondo, conceptual, estratégico, Político -con mayúscula-, de concepción de 
país y hacia dónde va el país, al cuestionamiento de un artículo de la Rendición de Cuentas que lo que está 
solicitando es la habilitación para hacer determinadas cosas que hoy ya están planteadas y que objetivamente 
entendemos que habría que habilitar. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Agradezco la inquietud y el claro 
planteamiento de los señores Diputados respecto al tema. 


Como muy bien dijo el señor Diputado Abdala -con mucho gusto vendremos-, tenemos previsto asistir a la 
Comisión para brindar información sobre el tema específico de ALUR. Para nosotros es una demostración 
cabal de cómo una visión estratégica -lo demuestra Brasil en el caso de la producción de biocombustibles 
seguido por el resto del mundo- acarrea un beneficio importante hacia el país. Pero ese es tema de otra 
discusión en la que evidentemente se junta lo que se estaba planteando acerca de resultados con la cuestión 
de generación de energía, de desarrollo social y de tantos otros factores sobre los que nos tenemos que dar 
una extensión mayor, como muy bien expresaron los señores Diputados. 


Créanme que pocas veces se ha visto una visión estratégica tan clara en el desarrollo de una política hacia la 
adquisición de tecnología y "know how" en una perspectiva estratégica de país que avanza hacia una mayor 
soberanía energética. No vamos a ingresar en esa cuestión, pero estamos a disposición de los señores 
Diputados para hacerlo apenas podamos convenir la fecha. 


Como bien se decía, la cuestión va directamente hacia la lógica desarrollada a partir de varios acuerdos o 
presupuestos sobre el tema. La lógica es que si se acuerda -creo que en muy buena medida todos coinciden- 
desarrollar la producción de biocombustibles, va de suyo que por sí sola hay subproductos y productos. En 
ese sentido, lo que se hace es actualizar aquella ley de 1931 en el aspecto específico -si se coincide- de 
desarrollar la energía eólica, solar y biocombustible. En este caso, la empresa ANCAP que desarrolla -como 
bien dice la ley del 31- petróleo, derivados y demás, en esa cadena de producción de biocombustibles va a 
producir otros productos y es razonable que debe estar autorizada a esos efectos. |Es una cadena lógica de 
razonamiento que no toca la Ley Orgánica sino que le da la potestad de ente energético, que a su vez tiene 
subproductos que surgen de la propia producción. Como bien apuntaba el señor Diputado, será otra la 
discusión cuando se planteen otros temas pero, a nuestro juicio, es de una claridad meridiana que de lo que se 
trata es de una adecuación muy específica, sin entrar a discutir otros aspectos del tema de acuerdo con la 
política energética, y con un proceso productivo industrial que tiene como resultancia otros productos, que 
son muy valiosos para el país. 


Entonces, toda la cadena lógica nos lleva a este punto y a esta modificación que, como recién indicaba, no 
tiene más objetivo que el que aquí se indica. 


SEÑOR BEROJIS.- Es muy interesante la discusión que se puede dar con el tema de ALUR; aspiramos 
a contar con información concreta sobre este asunto. 


Con respecto a ese proyecto -que votaremos o no- nos gustaría tener un informe -no pretendo que el señor 
Ministro lo haga ahora- sobre cuál es el subproducto a que se hace referencia. Es muy genérico el 

artículo 261. Es necesario tener una información mucho más precisa de cuáles son los subproductos y qué es 
lo que se hace con ellos ahora y que se hará luego. Se habla de animales, pero ¿qué tipo de animales? Sería 
bueno contar con un informe por parte de ANCAP que detalle cuál será el subproducto que se va a utilizar y 
cómo. Me parece que es básico para analizar el artículo. 


SEÑOR OTEGUI.- Sumando a lo que decía el señor Diputado Berois, imagino que cuando se hace 
referencia a subproductos se incluyen los de origen animal, porque en el biocombustible puede llegar a 
utilizarse el cebo. Cuando habla de subproductos ¿se está refiriendo a toda la cadena de producción de 
biocumbustibles? 


SEÑOR ABDALA.- Sin el ánimo de adentrarnos en un debate intenso, el Ministro ha dado una 
respuesta lógico-sistemática, formal y protocolar, que me parece está en su derecho. En sentido estricto 
lo que dice es que, en función de que el país desarrolla y ha definido como política -con la que hemos 
acordado todos los partidos- la elaboración de energías renovables y de biocumbustibles, pretende que 
ANCAP esté autorizada legalmente a esos efectos, y que esto incluya los subproductos vinculados con 
la alimentación animal. Mi pregunta es: ¿tenemos que deducir de eso que lo que se propone el Poder 
Ejecutivo es que ANCAP desarrolle esa actividad en el marco del Derecho Público? Y, en tal caso, ¿esta 
autorización incluye también lo que todos sabemos que ya existe en el terreno de los hechos, es decir, el 
proyecto de ALUR? El Ministro no mencionó el proyecto de ALUR; dio una respuesta jurídica, que es 
totalmente legítima, pero me parece que es importante aclarar esto. No sé si se entiende mi pregunta. 
Cuando hablamos de ANCAP ¿nos referimos a ANCAP, Ente Autónomo, persona jurídica, que se le 
reforma la Carta Orgánica para que, en el marco del Derecho Público, produzca biocombustibles y, 
por lo tanto, raciones animales, o en tal caso esto incluye lo que ya existe? Parece una pregunta de 
perogrullo, pero como el Ministro ha sido tan estricto en la respuesta, me gustaría saber si esto 
involucra al proyecto de inversión en Bella Unión. Yo supongo cuál es la respuesta, pero me interesaría 
que formalmente se dijera. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- En primer lugar, con todo gusto le 
acercaremos al señor Diputado Berois el listado de la cadena de producción de biocombustibles. 


Lo que estamos haciendo en esta etapa es cumplir con lo acordado, incrementando la producción de 
biocombustibles que está por fuera de esa experiencia importante y de ese desarrollo de ALUR. Acá lo que 
estamos haciendo es ir a la producción de biodiesel y de bioetanol en mayor cantidad y, por lo tanto, 
cumpliendo con lo que prevé la ley y con lo que está estipulado. Y no solo lo estamos haciendo para cumplir 
con la ley sino por el convencimiento de la importancia que tienen las energías renovables y, en particular, 
aquellas que generan una cantidad importante de trabajo en el país. Es en ese sentido que se le da a ANCAP 
bajo la forma que ella lo desarrolle en los distintos proyectos, la posibilidad de iniciativas vinculadas a esta 
etapa de biocombustibles y generación, de forma directa o a través de sus empresas asociadas. Como bien se 
expresaba aquí, hay distintas modalidades. Lo que estamos haciendo a través de este artículo es otorgarle la 
posibilidad bajo las diferentes movilidades, que entendemos es absolutamente de rigor por la lógica - 
agradezco al señor Diputado los elogios- deductiva y sistemática que hacíamos recién. 


SEÑOR SANDER.- Hace un par de días leí un artículo que me dejó un poco preocupado y como no 
entiendo del tema y el señor Ministro es un experto, quisiera que me respondiera lo siguiente. Es 
sabido que ha habido problemas en las plantas de generación de energía por biomasa. Me refiero a 
problemas de costo. Han fallado las calderas, en algunos casos han explotado y, aparentemente, las 
plantas que estaban pensadas para generar 11 megavatios -en caso de Rivera hay dos plantas- no han 
podido llegar a 4,5 o 5 megavatios, con lo cual tendrían problemas en seguir invirtiendo en ese tipo de 
energía por los precios que se pagan, que creo rondan los US$ 80 u US$ 90 la hora. Como recién 
estamos en una fase primaria de explotación de la madera y va a haber bastante subproductos, quiero 
saber cuál es la idea del Ministro en esa materia. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero hacer una referencia al artículo 402 de la Ley de Presupuesto. En esa 
instancia presupuestal el Poder Ejecutivo propuso -y así se aprobó- una partida de $ 9:813.500 a los 
efectos de estudiar, analizar y elaborar propuestas para el desarrollo de la primera etapa fase 1 de la 
eventual puesta en marcha de un programa nuclear para generación de energía eléctrica. Quisiera 
saber qué es lo que se ha cumplido de esto. 


Me interesa conocer este aspecto no en el afán de ejercer el contralor parlamentario, sino a los efectos de 
saber en qué está el Poder Ejecutivo con relación a esto. Sabemos que es un tema sensible, que tiene que ver 
con la diversificación de la matriz energética, pero también que demanda una aproximación muy cauta, sin 
perjuicio de lo cual el artículo 402 inicia un camino e, inclusive, asigna recursos presupuestales a esos 
efectos. Todos sabemos que la sensibilidad se ha visto incrementada en los últimos tiempos después de la 
tragedia que se vivió en Japón. Algunos países, por ejemplo, Alemania, ha reformulado su política energética 
e inició una planificación de desmantelamiento de determinadas plantas nucleares. Nosotros estamos aun 
lejos de iniciar el estudio, ¿pero en qué está la política energética? 


No quiero adelantar -no es el momento para hacerlo- una opinión favorable o contraria a la energía nuclear, 
pero sí una opinión favorable a que este análisis se haga y que el país dilucide este aspecto en el tiempo que 
corresponda. Sabemos que, además, el estudio de este tema en sí mismo insume muchos años. Se propuso 
iniciar la fase uno y la pregunta concreta es qué se ha hecho al respecto, qué se piensa hacer y en qué medida 
los hechos de pública notoriedad, consciente o inconscientemente, han ejercido alguna influencia en la 
política gubernamental. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Estas dos preguntas están fuera del 
libreto pero realmente es interesante comentarlas. 


Desde hace cierto tiempo UTE compra generación de biomasa forestal -como en el caso de la empresa UPM 
y otros emprendimientos- en forma sostenida y sin problemas. Estas son las grandes cantidades; luego voy a 
mencionar otros proyectos que andan en la vuelta para el futuro. Claramente, en algunos casos hubo un 
aprendizaje tecnológico y de manejo de la biomasa por parte de empresas que son relativamente nuevas por 
lo que en algunos casos han tenido un menor rendimiento. La producción de biomasa parece sencilla pero 
hay distintas modalidades. La que aquí se trata es de residuos agrícolas -de arroz- o forestales -de madera- y 
el manejo eficiente del inventario, el stock, la forma y los tamaños tienen gran influencia en el momento del 
quemado. Se imaginarán cómo cambia la quema en las calderas -no me quiero extender en la parte de 
ingeniería por razones obvias- según la cantidad de humedad, si pasó un invierno, si se hizo el stock de 
determinada manera o si se airearon las pilas de cierta forma. En algunos casos el problema ha estado 
centrado en la logística y optimización. Conozco algunas empresas -las he visitado casi todas- que no tenían 
un área logística específica y luego de implementarla están obteniendo resultados. De toda maneras, este es 
un punto que ha causado problemas. 


El otro aspecto es que la tecnología nacional de fabricación de calderas -que es buena- ha tenido algún 
problema sobre el que también hemos conversado al visitar las plantas, pero creemos que se va a ir 
superando. Apostamos mucho a la energía nacional pero eso es un problema intrínseco no de la biomasa sino 
del desarrollo tecnológico. Cada biomasa es distinta no solo por el origen -arroz, madera u otros residuos- 
sino porque, por ejemplo, trozos de árboles variados y con distinta humedad tienen una diferencia importante. 
Esas son dificultades de aprendizaje que han tocado más a aquellas industrias de empresas nuevas que a otras 
que están entregando cantidades ocho o diez veces superiores. De hecho, nos están llegando proyectos 
interesantísimos de biomasa que no podemos comentar a fondo porque las empresas luego deberán presentar 
los análisis correspondientes. Está claro que para emitir el decreto de compra de biomasa el país se basó en 
un relevamiento de la biomasa disponible y, afortunadamente, creo que vamos a llegar bastante cerca de los 
200 megavatios, que se van a generar de diferentes formas. En definitiva, la mayor cantidad de biomasa se 
está generando bien, y aunque hay problemas específicos en algunos casos, creo que se van a solucionar. 


En cuanto al tema de la energía nuclear y la partida que se mencionaba, acordamos entre los distintos partidos 
políticos la integración de esa Comisión. Así fue que en el Presupuesto del año pasado propusimos los 
montos necesarios para realizar los estudios. Nosotros seguimos con la misma filosofía y el mismo 
procedimiento: pensamos que hay que estudiar la energía nuclear. Además, pensamos que hay que hacerlo en 
el marco de tres fases que prevé la Organización Internacional de Energía Atómica. Es posible que la 
Organización Internacional de Energía Atómica -no nosotros- cambie o endurezca fuertemente algunos de los 


aspectos evaluatorios en vistas del accidente de Fukushima Daiichi. Ese efecto está dentro de las propuestas 
que el Director General Yukiya Amano ha realizado en la última conferencia por lo que el tema de los 
controles y el desarrollo está en discusión en este momento. Eso es previsible pero nosotros no vamos a 
cambiar, seguiremos la metodología de la Organización Internacional de Energía Atómica, sea la actual u otra 
reforzada a partir de la experiencia negativa que hubo con la central específica que mencioné. 


Seguimos adelante con el tema. La fase uno consiste, básicamente, en el relevamiento de quince puntos 
diferentes que van desde la opinión pública, la consideración de dónde sería suministrado el uranio -la 
materia prima para los reactores- hasta temas de tecnología, formación universitaria. Esos y otros tantos son 
los quince diferentes puntos que cualquier país tiene que estudiar. La ejecución del Presupuesto 2011 se está 
llevando adelante y se están realizando los convenios adecuados para los llamados a consultoría. 


Queda claro que vamos a realizar el estudio de los quince factores de la fase uno y luego vendrá la decisión 
primera. Esto va a llevar dos años o más y puede habilitar el pasaje a la fase dos de prefactibilidad -de diseño 
previo- y la fase tres, que es la de diseño. Eso es lo que prevé la Organización Internacional de Energía 
Atómica. Estuve en la última reunión de esa Organización -que fue muy importante para el futuro de la 
energía nuclear y en la que estuvieron muchos Ministros de distintos países- para interiorizarme de primera 
mano de cómo venía este tema. Reitero que lo previsible es, claramente, que haya un endurecimiento de las 
normativas de las centrales en funcionamiento y de los requisitos para que los países instalen centrales 
nucleares. En ese sentido, el Director Amano hizo cinco propuestas que están a estudio y se ha reclamado una 
actitud mucho más proactiva de la Organización Internacional de Energía Atómica, que la está asumiendo y 
está reformulando sus planes. Entonces, nosotros seguimos con el mismo espíritu de acuerdo multipartidario 
en el sentido de seguir adelante, aunque sea con normas que posiblemente sean más duras, a los efectos de 
decidir la implementación o no de energía nuclear. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más preguntas para formular, estaríamos finalizando lo que 
concierne al trabajo con el Inciso "Ministerio de Industria, Energía y Minería". 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda agradece la presencia de la delegación de esa 
Cartera, encabezada por el señor Ministro. 


(Se retira de Sala la delegación del Ministerio de Industria, Energía y Minería) 


La Mesa comunica que Secretaría va a hacer llegar a los señores Diputados, por correo electrónico, la 
agenda ajustada de las comparecencias. Tenemos la lista de delegaciones confirmadas hasta el día 1* de 
agosto. Dentro de los Incisos, estamos haciendo las gestiones para acordar la visita del Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social, que fue uno de los que tuvimos que suspender el viernes pasado. 


Por otra parte, me gustaría que, en la medida en que vayamos avanzando en el trabajo de la Comisión, los 
legisladores nos hagan saber su intención de volver a convocar a alguna delegación, de manera de poder ir 
articulando las agendas. Mañana concurre el Ministerio de Economía y Finanzas a la hora 10, el Ministerio 
de Turismo y Deporte a la hora 14 y 30 y el Ministerio de Defensa Nacional a la hora 16 y 30. 


Lo relacionado con Secretaría de Presidencia, Oficina de Planeamiento y Presupuesto y Oficina Nacional de 
Servicio Civil, por los aspectos que ayer no nos dio el tiempo de tratar, está confirmado que será el martes 26 
a la hora 16. 


Asimismo, para el día viernes tenemos fijada una agenda a partir de la hora 10 para recibir delegaciones de 
las organizaciones sociales. Solicito a los legisladores de los diferentes partidos y sectores que se hagan 
presentes porque, si bien es una sesión para la cual no se cursa citación, es bueno que la Comisión cuente con 
un número representativo de sectores para recibir a las delegaciones que han planteado sus problemas a la 
Comisión. 


Aclaro que la Secretaría ha hecho un esfuerzo importante de organización y sistematización del material que 
estamos manejando, que ya fue entregado en un bibliorato, lo que facilita nuestra tarea. 


SEÑOR ASTI.- Quiero plantear una corrección a la versión taquigráfica de una de mis intervenciones 
en el día de ayer. Me refiero a un "no" que había quedado sin entender por parte de los taquígrafos - 
obviamente, por la rapidez con que uno a veces intenta explicar cuáles son sus inquietudes- pero que 
fue perfectamente contestada por parte del señor Prosecretario de la Presidencia. Nos referíamos a si 
ninguna otra de las cifras de los topes establecidos en el TOCAF "no habían sido modificados" y en la 
versión taquigráfica aparece "habían sido modificados", por lo que no sería coherente la respuesta del 
señor Prosecretario de la Presidencia. Entonces, dejamos la constancia de que preguntamos si "no se 
habían modificado" y en la versión taquigráfica consta "se habían modificado". 


SEÑOR GANDINI.- El señor Presidente preguntaba si íbamos a volver a citar a alguna delegación. 
Quiero recordar que eso depende de la decisión que tomemos respecto a la Agencia de Compras. Si 
vamos a abordar ese tema, solicitaríamos que por ese asunto viniera -al menos- el Tribunal de Cuentas 
y Auditoría Interna de la Nación y, probablemente -lo dijo el señor Diputado Posada- la Cátedra de 
Derecho Administrativo. Es lo que haríamos si este fuera un proyecto independiente, pero en este caso 
creo que es el camino que habría que recorrer: lo desglosamos y lo tratamos aparte como un proyecto - 
la iniciativa ya está- o, si lo tratamos -esta es una decisión que tendrá que tomar la Comisión-, 
solicitamos se haga lugar por lo menos a estas delegaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hicimos esta solicitud teniendo en cuenta lo que había sido planteado en 
otros momentos. El Tribunal de Cuentas está convocado como Inciso del artículo 220 de la 
Constitución para venir a plantear su propuesta de presupuesto, por lo que le vamos a enviar los 
artículos que se modifican y también acordaremos su comparecencia. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 14) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


